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SEÑOR PRESIDENTE (Gandini).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir al ingeniero Javier Carrau, Presidente del Centro de Bodegueros, al 
señor Sergio Etcheverry, Presidente de la Organización Nacional de Vitivinicultores, al señor Gustavo Redin, 
directivo de la Organización Nacional de Vitivinicultores, al ingeniero Ricardo Varela, representante del 
Centro de Bodegueros del Uruguay, al señor Mario Rodríguez, integrante de la Organización Nacional de 
Vitivinicultores, al enólogo Ricardo Calvo, Vicepresidente de INAVI, al doctor Diego Pérez Piñeyrúa, 
Presidente Ejecutivo del Centro de Bodegueros, al señor Edgard Santero, representante del Grupo CREA de 
Viticultores y al señor Ramón Bruzzone, integrante de INAVI. 


Los representantes de INAVI han solicitado entrevista para opinar acerca del proyecto de reforma tributaria 
enviado por el Poder Ejecutivo. Les concedemos la palabra. 


SEÑOR CALVO.- Soy Presidente interino de INAVI. Agradecemos a la Comisión que nos haya 
recibido. 


Por lo que hemos podido leer, el proyecto se basa en un tratamiento tributario equitativo de todas las bebidas 
fermentadas, pero a nuestro entender si se grava con el IMESI el vino se generaría una iniquidad. Según los 
estudios que realizamos con consultores prestigiosos de nuestro medio, se pudo comprobar que el vino, con 
la tasa que hoy aporta al Instituto, estaría comprendido en el mismo régimen tributario para el pago de IMESI 
que la cerveza, que es la otra bebida fermentada de mayor consumo en nuestro país. 


Por lo tanto, pedimos un tratamiento igualitario para no generar una iniquidad. 


El país invirtió mucho en este rubro. Cuando se creó el MERCOSUR en 1991 hubo dos rubros que se 
consideraron sensibles -el azucarero y el vitivinícola-, y se planteó una serie de situaciones para que pudieran 
adecuarse a la competitividad en el MERCOSUR. En los últimos diez años el Estado invirtió en el sector más 
de US$ 10:000.000 -que no es más que el 25% de lo que se ha invertido; el sector privado ha hecho una 
inversión bastante mayor-, con lo que se ha podido garantizar una excelencia en la calidad del producto. Esto 
ha permitido eliminar la necesidad de importar el producto, ya que se consiguen productos nacionales en el 
mercado, generando y manteniendo mano de obra. 


Por otra parte, la industria vitivinícola hoy comprende a cerca de 400 empresas, 275 en elaboración, todas 
pequeñas y medianas. Estas empresas están haciendo inversiones importantes y, de imponerse este gravamen 
-no podemos evaluar ahora el impacto-, los productores más pequeños serían los más perjudicados, lo que 
llevaría a la desaparición de estas unidades productivas poniendo en riesgo toda la estabilidad del sector. De 
hecho, el IMESI que se propone aplicar es de un 23%, y difícilmente puedan absorberlo los consumidores, 
por lo que derivaría a la cadena productiva, donde generalmente el productor -sobre todo el más pequeño- 
sufre las consecuencias de estas medidas. No podemos evaluar el impacto ahora, pero obviamente sabemos 
que será muy fuerte, en un sector que ha venido invirtiendo y desarrollándose bien, inclusive, con un nivel de 
competición a nivel internacional que nos ubica en buenos estándares productivos y de calidad. 


Si bien todos los ingresos del Instituto no se destinan a los controles, los que se hacen en la industria 
vitivinícola son similares a los que existen en cualquier parte del mundo, estando la mayoría a cargo 


directamente del Estado, de emprendimientos mixtos o a través de un Instituto, como en nuestro país. La otra 
empresa competitiva no tiene controles similares, sino que son muy menores y están a cargo del Estado. Por 
lo tanto, esto no es equitativo porque el Estado controla mínimamente a la otra industria. Las Intendencias 
son las responsables de ese control, y muchas ni siquiera tienen la capacidad analítica necesaria para 
controlar el producto en sus respectivos institutos. En tanto, en la industria vitivinícola tenemos un organismo 
que está capacitado para el control, que ha hecho una inversión muy importante en los últimos tiempos y que 
dispone de cuerpos inspectivos a nivel de todo el país. Podríamos decir que hoy en día la industria 
vitivinícola es la más controlada dentro del Uruguay. Cualquier movimiento que realiza el industrial debe 
estar registrado y sometido a controles; ni siquiera puede llevar a cabo un reprocesamiento de la producción 
ante un error, si ello no es registrado por el Instituto. Esto no se verifica en la otra industria competitiva. 


SEÑOR REDIN.- Desde la óptica de los privados, y sin los compromisos que a veces conlleva el tener 
un cargo en el INAVL quisiera ser un poco más explícito en algunos aspectos. 


Previamente voy a referir a la importancia del Instituto Nacional de Vitivinicultura en lo que hace a la 
dirección, la gestión y el encauzamiento del sector vitivinícola. Cuando escuchamos el discurso del 
Presidente de la República, doctor Tabaré Vázquez, el día en que asumió el mando, nos quedamos con mucha 
esperanza porque sentíamos que este Instituto que tenemos en el sector vitivinícola, contemplaba el espíritu 
de esta nueva Administración, tratando de conseguir Consejos que integraran a los sectores de otras áreas, en 
los que estuvieran representados el sector público, los productores o los industriales y todos los involucrados. 
Me refiero a una mesa de discusión que tuviera la madurez de analizar los temas con tranquilidad, con calma 
y de estar en conjunción con los actores del Estado, marcando políticas. Creemos que el INAVI hizo punta en 
ese sentido, en la medida en que es un instituto que importa mucho en un sector que aparentemente iba a 
tener un costo importante para la sociedad, cuando venía esta unión con Argentina, etcétera. Pero pudimos 
buscar la vuelta en procesos que son muy largos, marcando un camino de tímida esperanza para que este 
sector algún día pueda tener los pantalones largos. 


Digo esto porque sentimos un poco de desazón puesto que elementos tan importantes como la inclusión de 
este impuesto en el sector vitivinícola no fue tratado dentro del INAVI, como entendemos que corresponde. 
Teniendo en cuenta que este Consejo sobre el tema vitivinícola ya funciona -creo que tiene unos cuantos años 
de vida, y que demuestra alta madurez en su funcionamiento- hacemos un llamamiento a todos los Poderes 
públicos para aceitar el vínculo con la Administración, en tanto desde el sector privado vemos que no es todo 
lo fluido que nos gustaría. 


Para ir al punto concreto, creo que hay que hablar muy claro sobre la importancia del sector vitivinícola, la 
gente que tiene detrás y el eje de la uva como una producción fundamental en todo el complejo social de la 
granja. Aparentemente uno podría considerar a este impuesto como un elemento que sería transferido al 
consumo y por lo tanto quienes podrían estar molestos por esta situación serían los consumidores. Entonces, 
si se pudiera trasladar al consumo, el sector no tendría un problema muy especial en "bancar" este impuesto, 
porque en el fondo sería un problema de los consumidores. Ahora bien; voy a intentar hacer un análisis de 
qué consideramos nosotros que puede pasar. El sector vitivinícola, que seguramente con el tiempo lentamente 
irá ingresando en el sector de productos de exportación -proceso muy costoso, largo y complejo-, hoy está 
sustentado en un 95% en el consumo interno, con un costo muy pequeño para toda la sociedad. Alguien 
podría decir que tenemos un sector que se sustenta por el consumo interno, que los consumidores están 
recibiendo un mal producto, uno excesivamente costoso, o que están padeciendo una situación fuera de lo 
que corresponde, pero no es así. Creo que poco a poco todos vamos sintiendo un orgullo creciente en cuanto 
a que tenemos cada vez mejores vinos y a un precio absolutamente razonable. Entonces, parecería que el 
problema no está en el lado del consumidor. Ahora bien; es absolutamente cierto que este sector todavía 
necesita del consumo interno en su esquema económico -y esto será así durante varios años, aunque se está 
luchando para cambiar la situación-, como una pata fundamental. No se trata de una de las cuatro patas de la 
mesa sino que todavía hay seis o siete patas que son necesarias para que se mantenga en pie. 


Entonces, ¿qué puede pasar con el consumo si el precio tiene un incremento muy importante en el producto 
que llega al consumidor? No vamos a ser muy originales al traer este tema a la mesa, porque ya ha estado 
presente en la Administración anterior. Acá la competencia no es dentro del vino, sino del vino con la 
cerveza, una bebida con la que se puede dar una competencia en el consumo nacional. Hay un complejo 
económico que también es importante, el de la cebada y la cerveza, que está sustentado principalmente en la 
exportación y tiene una realidad distinta por completo. Hoy existe una empresa monopólica con todos los 


beneficios que ello le trae a una firma privada, siendo una poderosa pautante de publicidad y de acceso a los 
medios, que maneja el consumo con el interés de acumular el espacio que podría quedar libre en el sector 
interno que es, justamente, donde ellos quieren ganar mercado dentro del país. 


Entonces, ¿cuál es el tema? El tema es que si el precio de los vinos aumenta, o bien va en contra de la 
menguada rentabilidad que puede haber dentro de las empresas, o se transfiere a su precio. Si se transfiere al 
precio, evidentemente, el consumo general caerá en beneficio de otro producto que puede ser sustitutivo, 
como la cerveza y el consumo total en el país seguramente tendrá un ascenso. De ahí el reclamo permanente 
de la industria cervecera; recordarán que hace unos años hasta pegotearon toda la ciudad con carteles que 
decían "El vino no paga impuestos". 


En cuanto a la equidad de esos impuestos, creo que el tema ya está claro; hay un memorándum que se puede 
ver y no hay ninguna duda de la equidad actual que hay entre la cerveza y el vino. 


Nosotros creemos que la caída de consumo -que uno no puede evaluar, pero si hace una relación de curva de 
demanda y precio concluye en que seguramente podría oscilar en un 20%- llevaría a una crisis a nivel del 
equilibrio entre la producción de uva y el consumo de vino en el Uruguay, lo que tendría un altísimo costo 
para la sociedad, porque después por algún lado revientan las cuerdas. Claro que para que esto funcionara se 
podrían subsidiar producciones o se podría mandar uva para hacer combustibles o con destino a otros 
procesos, pero el margen económico resultante terminaría dando negativo. Además, se podría volver a 
generar un proceso que teníamos esperanza de que se estuviera terminando; me refiero a que otra vez se 
expulse a la gente del campo, a gente que está arraigada en una producción como la vitivinícola, dejando 
productores y productores sin saber qué hacer, porque no vamos a poder reconvertirlos. Digo esto porque al 
pequeño productor que hoy se desempeña en su chacra no creo que le encontremos otro trabajo muy 
fácilmente, y sabemos cuál es el final de todo esto: se aumenta la cantidad de gente sin trabajo; de ahí parten 
todos los problemas que hoy estamos viviendo, de esos procesos que existieron, que llevaron a la pérdida de 
empleo en tantos lugares. 


Pedimos por favor que en este caso se actúe con la mayor reflexión posible. Estamos a la orden para analizar 
esto en profundidad. Queremos conversarlo y lo único que pretendemos es que la gente se convenza, que se 
dé cuenta de cuál es la realidad, porque creemos que si esto se estudia, si la gente toma conocimiento cabal, 
esto no va a salir. Mantenemos esa esperanza. Sabemos que en la previsión de recaudación no está tomado en 
cuenta, que está con valor cero; eso nos da la esperanza de que no nos digan: "Pero si esto se deja de 
recaudar, falta dinero que ya está asignado para gastar". 


Sabemos que es un proyecto complicado, que tal vez venga a tapas cerradas, y que es difícil introducir 
modificaciones, pero pedimos a todos que hagan el máximo esfuerzo para ir por los caminos que se puedan 
recorrer a efectos de que este tema sea reconsiderado. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- En primer lugar, es un gusto tenerlos aquí. Creo que lo que expresaré a 
continuación lo sentimos todos: estamos orgullosos de lo que ha hecho la industria del vino en los 
últimos años en el país; es notoria la mejora de calidad. Además, me parece que la actuación de INAVI 
ha sido fundamental y realmente provechosa. Creo que todos tenemos la intención de ayudar a que 
esta industria siga desarrollándose como ha venido haciéndolo hasta ahora. Pienso que esto ya es un 
sentimiento general del país, porque además de haber hecho las cosas bien, las han comunicado de 
manera excelente. Todo el mundo habla de la exportación de vinos de Uruguay y aunque el señor 
Redin nos ha dicho que quizás no sea la parte más importante, igualmente eso nos hace sentir a todos 
un poco orgullosos. 


En segundo término, está claro que el impuesto distorsionará la relación que ya existe hoy entre dos bebidas 
que compiten entre sí, como son el vino y la cerveza, y que hace que las cosas funcionen. 


Aquí viene la pregunta. Hace unos días el señor Ministro Astori estuvo aquí haciendo su exposición y 
personalmente le pregunté cuánto rendiría el IMESI al vino; si había sido tomado en cuenta en los cálculos, 
cuál sería el monto que recaudaría el Estado con esta reforma. El señor Ministro nos dijo que no había sido 
calculado, que nos enviaría la información correspondiente y que estimaba que la recaudación de ese 
impuesto no sería muy importante. Entonces, quisiera saber si ustedes han hecho el cálculo de cuál sería la 
recaudación anual por este concepto. 


SEÑOR ALONSO.- Voy a expresarme un poco en la misma línea en que lo hacía el señor Diputado 
Amorín Batlle respecto de la consideración que se tiene a este sector desde el ámbito político y, yo diría, 
nacional. 


No quiero hacer discursos, pero sí introducir elementos que permitan una adecuada identificación del 
problema. Adelanto que tenemos una posición contraria a que se aumente la carga tributaria al vino, 
básicamente, por el motivo expuesto por la visita, pero también por otra razón que es la que quiero plantear. 


Lamentablemente, en el Uruguay tenemos un problema de informalismo y este fenómeno es creciente y se da 
prácticamente en todos los sectores, aunque hay algunos en los que impacta con mayor fuerza. Por lo que 
conozco, dentro del sector vitivinícola hay un impacto importante, y me consta que las autoridades y las 
empresas están comprometidas en cuanto a procurar avanzar en el combate de este fenómeno, pero hay una 
regla de oro: normalmente, a mayor carga tributaria, más se empuja al informalismo. 


Por lo tanto, quisiera escuchar un comentario en este sentido -adelantando que supongo que vamos a 
compartirlo-, porque en estas cosas siempre hay que encontrar el equilibrio entre la carga tributaria que se 
justifica aplicar a determinado producto o a determinado bien para su comercialización y aquella que pasa a 
ser un empuje hacia el sector informal de aquellos que necesariamente compiten en una franja de mercado a 
la que no pueden acceder si se ajustan de modo estricto a la normativa tributaria. 


SEÑOR CHARAMELO.- Voy a hacer una pregunta concreta debido a que, como todos sabrán, este es 
un problema que va a acarrear una dificultad muy importante porque, a diferencia de lo que a veces 
ocurre en otros sectores cuando se ponen impuestos, que es el aumento del informalismo y la evasión, 
todos sabemos que en cuanto al vino eso no se puede dar pues para venderlo hay que comprar el 
permiso para poner el sello en la botella; de lo contrario, directamente no se puede vender. Insisto: en 
algunos sectores, cuando se ponen impuestos, se genera evasión; en este caso, eso no se da. 


Más de una vez participamos en reuniones en las que se plantearon las dificultades producto de los malos 
precios de la uva, lo que ha derivado en que haya cuarenta millones de litros de vino en "stock". Si esta 
reforma se aplica se terminará gravando el precio lo que, obviamente, bajará el consumo; el costo del 
impuesto se trasladará al público y este se encontrará con un producto más caro. 


Concretamente, quisiera saber si el Gobierno consultó al INAVI, ya que en su Directiva hay un representante 
del Ministerio de Economía y Finanzas y otro del Ministerio de Industria, Energía y Minería. Pregunto esto 
porque en la proclama que se leyó el otro día en el INAVI se pone un ejemplo. Dice: si se adquiere un vino 
nacional en el mercado a $ 40, $ 9,80 corresponderá a impuestos directos e indirectos; si se adquiere una 
cerveza nacional a ese mismo precio, es decir, a $ 40, la carga tributaria será de $ 9,50, lo que implica una 
carga adicional en el vino de $ 0,30. Es decir que tomando valores de $ 40, el vino tiene $ 0,30 más de 
impuestos que la cerveza. Por lo tanto, hoy el equilibrio de impuestos está dado. Obviamente, si le agregamos 
el IMESL pasamos largamente. Por lo tanto, quisiera saber si cuando se elaboró lo relativo al IMESI se los 
consultó porque, sin duda, el INAVI cuenta con Directivos que representan a diferentes organismos. 


SEÑOR ASTI.- Quisiera hacer una aclaración. Aquí se dijo que el señor Ministro manifestó que no se 
había calculado el impacto de la reforma tributaria en cuanto a la imposición del IMESI a las bebidas 
alcohólicas. Lo que dice el mensaje que acompaña el proyecto de ley es que en el tema del IMESTI se 
van a readecuar no solamente tasas sino también la forma de cálculo, la base imponible, a los efectos de 
darle una mayor coherencia, tomando en cuenta los precios de venta, etcétera. La idea es que el total 
del IMESI no sufra aumentos ni disminuciones. 


Simplemente, quería hacer esa aclaración, más allá de las apreciaciones que se han hecho acerca de la 
conveniencia o no de gravar con el IMESI. Se trata de una adecuación global por la cual se calcula efecto 
cero en el IMESI por esa readecuación de tasas y de bases imponibles dentro del propio impuesto. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Como el señor Diputado Asti ha hecho referencia a algo que yo dije, 
quisiera hacer una aclaración. 


Quiero precisar lo siguiente. Le preguntamos al Ministro Astori si el IMESTI a los vinos estaba calculado en 
las subas y bajas de la recaudación total y él nos dijo que no. Y yo no había querido usar la expresión que él 
utilizó porque me parecía que no era necesario, pero voy a decir cuál fue. Dijo que el IMESTI al vino era 
despreciable. 


(Interrupción del señor Diputado Asti) 
SEÑOR AMORIN BATLLE.- ¡Despreciable! Está en la versión taquigráfica. 


SEÑOR MUJICA.- Pienso que más allá de la disputa entre el vino y la cerveza, hay una cuestión de 
fondo que no tiene que ver con la evasión sino con un elemento que me parece fundamental: la defensa 
de la producción nacional. Hay una serie de entelequias o de visiones sobre las empresas que son 
idealizaciones que no se cumplen. Yo creo que la idea de que una empresa empieza siendo chica para 
terminar siendo grande, o que empieza trabajando para el mercado nacional para terminar 
exportando, no es real porque el proceso de exportación es sumamente costoso. Pocas empresas pueden 
encarar la exportación y hay muchas -me animaría a decir que la enorme mayoría de las empresas 
nacionales- que nunca van a estar en condiciones de poder exportar. Cuesta carísimo hacerlo. Hay que 
tener la posibilidad de insertarse en un mercado, permanecer en él y tener capacidad de producción 
para poder responder a la demanda porque, si no, el comprador cambia de proveedor. 


Entonces, estamos ante una industria nacional cuyo perfil es la atención del mercado interno, que está 
sustentada por él, y difícilmente podamos suponer en términos globales y estructurales que en un período 
corto finalmente algún día toda su base sea exportadora. Entonces, de lo que se trata acá es de defender una 
industria nuestra con limitadas perspectivas de transformarse totalmente en exportadora. ¿Y qué hay que 
defender? Hay que defender el mercado. A mí lo que me preocupa es ir a la góndola de un supermercado y 
empezar a ver que los vinos chilenos y argentinos están más baratos que los uruguayos. Claro que, de pronto, 
compiten en una franja donde los vinos uruguayos sí se están exportando y se pueden dar el lujo de cobrar un 
plus en el mercado interno, porque determinados tipos de vinos de determinadas marcas están basados en la 
exportación. Pero, en términos generales, si el 90% de la industria vitivinícola se dedica al abastecimiento 
interno, el primer problema de la carga tributaria -aunque puedo atender todos los demás- es que si la 
aumentamos estamos desprotegiendo a esa industria y dejándola en condiciones menos competitivas. No me 
preocupa tanto el tema de la cerveza, aunque entiendo la preocupación comercial de los vendedores de vino, 
porque es su producto competidor inmediato -en todo caso, los cerveceros me podrán decir: "Yo también soy 
industria nacional". Lo que me preocupa mucho es que empiezo a desproteger un sector frente a la invasión 
de otros vinos. Creo que ese vino a granel que, seguramente, es el que más se ve afectado por esta situación, 
ya en otras épocas sufrió una competencia feroz cuando entraban cisternas de vino argentino a Uruguay y 
también cuando empezó a venir el Tetra Brick, que no era nacional. 


Creo que en este caso sí estaríamos haciendo un daño enorme. 


En una industria siempre va a haber un sector de punta que puede darse el lujo de exportar porque tiene 
condiciones. Y, reitero: las empresas no son grandes o chicas por el tamaño del campo que tienen o por la 
cantidad de producción sino por el monto de capital que las respalda. Y para poder sostener un proceso 
exportador de forma permanente hay que tener mucho capital porque hay que aguantar sobre la espalda 
muchos años de pérdida para colocarse en un mercado y empezar a ganar. Las empresas que lo han hecho ha 
sido a su costo y finalmente han empezado a tener utilidades con la permanencia en el mercado exterior. Yo 
no puedo creer que la primera exportación a Inglaterra dé ganancias. Seguramente, da pérdidas. Lo mismo 
ocurre con la primera exportación a Alemania, y la segunda y la tercera, también, porque antes de poder 
exportar se tiene que haber ido una, dos, o cinco veces, hay que contratar representantes y distribuidores 


es decir que exportar implica todo un proceso que representa un costo enorme-, cuando no se termina 
haciendo lo que se tuvo que hacer en Brasil, que se terminó yendo a poner el depósito para poder distribuir 
nosotros. ¿Cuántas empresas de este país pueden sostener esta situación? Muy pocas. 


Yo no conozco el sector vitivinícola, nunca estuve vinculado con él -soy un consumidor moderado-, pero me 
da la impresión de que no debe ser una excepción a la regla de otros sectores agroindustriales o industriales 
que sí he conocido. Entonces, el problema que plantea este IMEST, más allá de cuánto se va a recaudar y de 
la evasión, que también hay que tener en cuenta, está en la defensa de un sector de la industria nacional. Esa 


es la clave de la cuestión: la defensa de su mercado. Por eso, comparto todas las expresiones que he 
escuchado hasta el momento. 


SEÑOR CARRAU.- Agradezco a la Comisión por habernos recibido. Realmente, no queremos abusar 
del tiempo, que sabíamos era escaso debido a que otras comitivas que están llegando en el correr de la 
mañana. 


Lo que han manifestado los señores Diputados anteriormente creo que me exime de seguir defendiendo un 
pedido que entendemos justo. Se ha repartido un memorándum donde está todo escrito y detallado. 


Quiero resaltar, en primer lugar, que la representación que tenemos hoy es total, de todos los sectores 
presentes en el Consejo del INAVI. Allí están desde el Centro de Viticultores -que representa a los pequeños 
productores, fundamentalmente ubicados en el sur del país: Canelones, San José y Colonia-, los grupos 
CREA -que han comenzado el desarrollo de la vitivinicultura bastante antes de que surgiera la reconversión 
vitivinícola a nivel de Gobierno, como lo manifestaban mis antecesores-, la Organización Nacional de 
Vitivinicultores y el Centro de Bodegueros del Uruguay. Además, está presente el Presidente del Instituto, 
que representa al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. Eso es lo que hay que resaltar en este 
momento. Es un problema que nos preocupa a todos, desde los productores vitícolas independientes, que 
verían limitadas las posibilidades de venta de su producción y alcanzarían precios menores. Ya están en una 
situación de dificultad porque, evidentemente, si nuestros costos aumentaron, el valor de la uva no se ha 
podido aumentar de forma acorde, debido a un exceso de stock, como ya se manifestó. Consideramos 
seriamente -a partir de estudios que hemos realizado- que si se aprueba este impuesto al vino, como el 95% 
del vino es de mesa, resulta muy sensible al precio y no podremos transferirlo al consumidor porque la venta 
caería de forma importante. 


Hubo algunas manifestaciones del señor Diputado Mujica que compartimos. Evidentemente, algunas 
empresas de nuestra gremial -fundamentalmente el Centro de Bodegueros- han salido al mundo hace muchos 
años, con mucho esfuerzo. Primero tuvimos que empezar cambiando los viñedos para poder tener materia 
prima que nos permitiera salir a ofrecer el vino al mundo. 


Es cierto lo manifestado por el señor Diputado Mujica -si bien dijo que no conocía mucho al sector 
vitivinícola- en cuanto a que es difícil salir a vender al mundo, pero la globalización nos lleva a eso y si 
somos competitivos en el mundo, sin duda lo vamos a ser en la región. 


En el caso del mercado local, lo que podamos conversar al respecto no es posible abordarlo en tan corto 
lapso, pero estamos abiertos a considerarlo cuando los señores Diputados tengan tiempo, en alguna otra 
oportunidad. Lo que vemos en este momento es que lo queremos defender el mercado local para los vinos 
uruguayos. Él manifestaba que le dolía ver las góndolas llenas de productos importados y a nosotros también 
nos duele mucho, sobre todo cuando son vinos que vienen subfacturados, con precios inferiores a los que se 
están comercializando en el país de origen, si les sacamos los impuestos que ellos tienen en el mercado local. 
De todas maneras los están facturando dos y tres veces menos del valor. Esa es una competencia desleal; es 
un problema que nosotros estamos sufriendo en este momento. No se olviden de que tenemos un dólar 
bastante bajo, que dificulta también la exportación y facilita la importación. 


Consideramos que la exportación de vinos va a aumentar, y está aumentando después de una caída en los 
últimos dos o tres años. Pero tiene que aumentar y ser rentable. El futuro de la vitivinicultura, de los vinos 
finos y de la exportación no es exportar para perder dinero, sino para que sea rentable y par que toda la 
cadena productiva reciba una rentabilidad justa e importante a fin de que el sector siga adelante. 


Nunca pensamos en que todo el vino uruguayo se exporte; evidentemente, tenemos que cubrir nuestras 
necesidades locales con buenos vinos. En ese aspecto se ha mejorado mucho con los vinos de mesa, no 
solamente con los vinos finos. 


Escuché algo sobre el tema de los vinos finos, pero eso no lo podemos discutir aquí porque, reitero, los vinos 
importados en algunos casos no son de buena calidad. Debido a su presentación, el consumidor confunde ese 
vino con un vino fino porque viene en una botella de tres cuartos de litro. Existen otros vinos que son buenos 
pero, como ya manifesté y se puede comprobar, hay subfacturación. Es una cuestión que nos preocupa y que 
en el INAVI se analizó a fondo. Se mandó a una persona a estudiar los precios en los supermercados de 


Argentina para obtener un listado de los mismos vinos. Mientras que las facturas proformas que llegan están 
a un precio, en el mercado argentino se está comercializando a otros precios. 


Esos temas también nos preocupan, pero hoy estamos aquí por el IMESI. Es urgente alcanzar una definición, 
para evitar que se malogre todo el esfuerzo que ha hecho el sector vitivinícola, con apoyo del Gobierno en lo 
que tiene que ver con la reconversión vitícola y de las bodegas, y nos quedemos a mitad del río, sin poder 
cruzarlo del todo. 


Concuerdo plenamente con lo que decía el señor Diputado Mujica en cuanto a la exportación; además 
tenemos un gran problema: si estos mismos vinos de nuestro país, salieran con etiquetas de países más 
conocidos, sería mucho más fácil exportarlos. La calidad está, lo que nos falta es imagen país y que Uruguay 
sea conocido. Lo que estamos demostrando con los vinos que se exportan es que es posible y rentable 
hacerlo. Se ha hecho una inversión y es rentable; la mayoría de las exportaciones que se están haciendo son 
rentables y se ha mejorado el precio por litro de vino exportado en valor dólar. En el último año no solo se 
inflexionó la curva de exportaciones sino que se mejoró el precio por litro, en dólares, lo cual es muy 
importante. 


Nos falta mucho por recorrer, sin duda, y tenemos que seguir mejorando, pero no podemos quedarnos en la 
mitad del río sin llegar a la otra orilla, por el costo social de un sector que tiene muchísimos productores 
pequeños. Sin compararnos con el sector de la cerveza, todos los señores Diputados presentes saben 
perfectamente cuán diferente es un sector del otro y cuán diferente es la oferta ampliada en cuatrocientas 
bodegas o 275 elaboradoras con respecto a un monopolio que evidentemente marca y rige sus destinos en una 
mesa de directorio. Acá son 275 bodegas las que elaboran y están en el mercado con una oferta muy variada, 
de modo que el consumidor puede llegar a decidir y a resolver. Además, en el sector vitivinícola cosechamos 
la uva una vez al año y no hacemos la cerveza todas las semanas. Quiere decir que también hay un costo muy 
diferente en ese aspecto. 


Perdón por la extensión, pero es un tema que sentimos, porque las familias vitivinicultoras, que tenemos 
muchos años en esto, queremos seguir trabajando en lo que hemos hecho y nos vemos muy preocupados por 
este nuevo impuesto al sector vitivinícola. 


SEÑOR VARELA.- Quiero decir al señor Diputado Mujica que para no conocer de vinos, todo lo que 
dijo es una gran verdad. 


Con respecto a esta despreciable recaudación que tendría el IMESTI para el Gobierno, nosotros calculamos 
que puede estar en el entorno de los US$ 12:000.000 por año, siempre y cuando no caiga la venta de vino, 
cosa que va a suceder. Esos US$ 12:000.000 son más que los US$ 10:000.000 que el Estado ha puesto en los 
últimos diez años en la reconversión de la viticultura uruguaya. Por lo tanto, si vemos el impacto que han 
hecho US$ 10:000.000 en diez años en la transformación positiva que ha tenido este sector, podemos 
imaginar el daño que podría ocasionar sacar una cantidad similar a esa solamente en un año. 


Por otra parte, debo decir que el INAVI por ley es asesor preceptivo del Poder Ejecutivo, y no fue consultado 
sobre el tema; por esa razón tenemos que estar hoy informando al respecto. Si se nos hubiera preguntado cuál 
iba a ser el impacto, nosotros podíamos haber aclarado previamente. 


En cuanto al IVA, se paga de dos formas: un 10% denominado de percepción, directamente en el INAVL, y el 
resto directamente a la DGI. Este organismo cuenta mensualmente con toda la información, bodega por 
bodega, de los litros de vino que se vendieron ese mes. INAVI tiene la potestad de controlar el movimiento 
de todas las bodegas desde la elaboración hasta la venta, constatando hasta el último litro elaborado y 
vendido, y esa información -reitero- es vertida mensualmente a la DGI, bodega por bodega, dando cuenta de 
los litros que vendió durante el mes. Por lo tanto, es como si la DGI tuviera un inspector permanente en cada 
una de las bodegas uruguayas. No hay ningún sector de la producción uruguaya que tenga un respaldo en el 
pago de los impuestos como tiene la viticultura. Eso es muy importante de destacar. 


Lo mismo sucede con el pago de los aportes al BPS. En el caso de los productores que contratan mano de 
obra, cortadores de uva, en la zafra, el INAVI también remite todos los años al BPS -productor por productor- 
los kilos cosechados; existe una relación entre el personal y la cosecha de esos kilos, y en función de eso se 


deben hacer los aportes correspondientes. Reitero que este debe ser el único sector en el cual el personal 
zafral realiza todos los aportes correspondientes, como no ocurre en otros casos. 


En cuanto al informalismo, es indudable que por más que se hagan todos los controles, cuando aumenta la 
carga impositiva se hace más atractivo esquivar los controles, y siempre existe la posibilidad de que alguien 
salga con unos bidones de vino en la valija de su auto y los ofrezca por ahí; sin duda, es una competencia 
desleal que se genera para las empresas establecidas formalmente y que pagan todos sus tributos. 


SEÑOR SANTERO.- Antes que nada, quiero agradecer que nos hayan recibido, y voy a reafirmar dos 
o tres conceptos. 


Hoy se hablaba de que tenemos que defender la producción nacional. Estoy totalmente de acuerdo con eso, 
que debe estar por encima de todas las cosas, pero este no es cualquier sector de la producción nacional. No 
podemos olvidar que este sector emplea a un trabajador cada dos hectáreas; me pregunto cuántos sectores de 
la agropecuaria de nuestro país necesitan esa atomización, esa mano de obra. 


En cuanto al nivel de escala, debo decir que la mayoría son pequeños y medianos productores y hay muy 
pocos que superen las diez hectáreas. Lo mismo sucede con las bodegas; en su gran mayoría son pequeñas 
bodegas familiares que hasta venden su propio vino. Muchas veces es el dueño de la bodega el que sale en el 
camioncito o en la camioneta a repartir su vino. Estamos hablando de un sector que socialmente tiene peso en 
el país, porque tiene una recaudación no despreciable, una recaudación buena. Es una parte importante de la 
producción nacional, distribuida de tal forma que, desde el punto de vista social, genera un gran impacto. 


En cuanto a la equidad, considero que tenemos que defender la que ya existe. No lo hemos dicho, pero 
alguien puede pensar que, por un lado, hay productos que pagan IMESI y que, por otro, está el vino que paga 
la tasa en el INAVL, y ahí es donde se llega al equilibrio. Al mismo tiempo, debemos decir que la tasa del 
INAVI no se paga porque sí, sino para que este sector se autosustente, se autorregule, se autogobierne y tenga 
cero costo para el Estado. Es fundamental tener en cuenta que todos los recursos vertidos al INAVI se 
destinan a todas esas labores. Es más: de los fondos de esa tasa que pagan todas las bodegas a través del 
Instituto -que no se ha dicho-, hay fondos para el granizo, o sea que esto tampoco le cuesta un peso al Estado. 
Cuando hay un desastre climatológico, como el granizo, el propio sector paga a sus damnificados. También 
debemos tener en cuenta -como decía el señor Varela- la gestión que se realiza en cuanto a la recaudación de 
adelanto de IVA, que no cuesta nada a Rentas Generales. Ese trabajo de recaudación de parte del IVA es 
volcado sin ningún costo, lo mismo que la información que se vuelca al BPS. Hay muchos aspectos más a 
tener en cuenta, pero deberíamos contar con más tiempo para analizarlos. 


Quiero hacer una última referencia con respecto al informalismo. Además del informalismo que podría haber 
a nivel laboral, está el del contrabando, que puede ser un caldo de cultivo brutal para traer vinos, 
concretamente de la Argentina, a muy bajo precio, pues muchas veces las provincias subsidian la producción 
de sus vinos comunes. Imaginen ustedes lo que podría ser el contrabando con un mayor valor del vino 
nacional. 


SEÑOR BRUZZONE.- Brevemente quiero recordar, con el máximo respeto a todos los legisladores 
presentes, que en los últimos veinte años nosotros, como sector, hemos recibido de las diferentes 
Administraciones de Gobierno, por supuesto, Poder Ejecutivo y Poder Legislativo, el apoyo unánime 
en todas las iniciativas que hemos tenido. Todas las normas legales que están vigentes hoy han sido 
reafirmadas y en los últimos veinte años han sido producto del apoyo de la totalidad del sistema 
político, de la Administración de Gobierno, del Poder Ejecutivo, y siempre hemos recibido del Poder 
Legislativo un apoyo total. Eso es lo que pretendemos, apelamos a la sensibilidad de ustedes y 
confiamos en que las cosas van a seguir así. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero señalar que esta reunión ha sido muy importante y fructífera, se han 
escuchado opiniones de todos los sectores políticos y se ha realizado una amplia exposición por parte de 
nuestros invitados. Creo que ustedes se pueden ir con la tranquilidad de que la Comisión ha entendido 
a cabalidad el planteo que han venido a realizar y, cuando tratemos el proyecto, serán debidamente 


considerados. Todo lo que se ha dicho aquí ha quedado registrado en la versión taquigráfica y si 
ustedes lo desean, se la podemos hacer llegar. 


Muchas gracias. 
(Se retira de Sala la delegación del Instituto Nacional de Vitivinicultores) 
(Ingresa a Sala una delegación de comerciantes del departamento de Durazno) 


———Damos los buenos días a la delegación que nos visita, compuesta por comerciantes del departamento de 
Durazno, señores Carlos Silva, William Vargas y Oscar Carrizo. 


La Comisión está abocada hoy a recibir delegaciones interesadas en manifestar su opinión sobre el proyecto 
de reforma tributaria en consideración. Entonces, con ese cometido y a solicitud de los visitantes, les 
cedemos la palabra. 


SEÑOR VARGAS.- Muchas gracias. 


Teniendo en cuenta el proyecto de reforma tributaria, nos hemos juntado y hemos formado un movimiento de 
pequeños comerciantes de la ciudad de Durazno. En este momento, nos encontramos en una situación muy 
particular, porque este movimiento está integrado por gente que está tributando y otra que ha dejado de 
hacerlo. En Montevideo se piensa que Durazno es una ciudad con cierto movimiento. Ultimamente ha habido 
algunos festivales que llevaron a pensar que Durazno es una ciudad que comercialmente se mueve. 


Aunque quizás no tenga que ver con la reforma tributaria, deseo hablar del tema del endeudamiento, porque 
muchos de nosotros fuimos registrados de oficio en 2002, en plena crisis, generando al día de hoy deudas que 
son impagables. Entonces, venimos acá para hablar más que nada del monotributo porque, en realidad, es lo 
que nos interesa. Pero para poder acceder a un monotributo es necesario solucionar el tema de la deuda, 
porque de otra forma no nos va a servir pelear por eso. 


Decimos que nosotros somos pequeños comerciantes, y en realidad lo somos. Todo este tiempo nos ha 
costado pagar las tarifas públicas y ahora hay que agregarle lo que se pretende cobrar por parte de la DGI y el 
BPS. Entonces, llegamos a la conclusión de que no vale la pena trabajar trece o catorce horas por lo que 
reditúan los comercios. Durazno es muy especial; tiene una industria frigorífica que debe ser la más 
importante del departamento. Me voy a referir a este tema porque es puntual. 


Se supone que como comerciantes que somos, le vendemos a la gente que trabaja en Durazno. Hasta hace 
muy poco, a un empleado de la industria frigorífica se le pagaba $ 9 la hora, y otro tanto de explotación ha 
habido en las empresas constructoras. Estamos en un departamento en el que hay que ser amigo de Fulano 
para acceder a un trabajo. Todo esto hace que Durazno sea un departamento jodido desde el punto de vista 
laboral. La gente que se ha quedado sin trabajo, por ejemplo, la de la campaña, se va a trabajar a la 
construcción o al frigorífico. Se ha hecho imposible, cada vez más, luchar con esta carga tributaria, con estos 
impuestos y con las tarifas públicas. 


Quizás no seamos lo suficientemente idóneos y claros como para referirnos a este tema y que nos entiendan. 
Sí queremos aportar ideas a esta reforma tributaria y salir de la informalidad. Sabemos la importancia que 
tiene tributar, porque se supone que los dineros recaudados van a diferentes ámbitos. Sin embargo, lo que 
deseamos es una solución definitiva al tema. Queremos que de una buena vez se pueda entrar en la 
formalidad, tributar, y llegar a fin de mes y que nos cierren los números. 


Hemos tenido oportunidad de escuchar al señor Ministro de Economía y Finanzas decir que se adelantaron 
pagos al Fondo Monetario Internacional. La verdad es que lo felicitamos, pero nosotros también queremos 
que nos cierren los números. No queremos trabajar solamente para parar la olla; ya está. 


Tampoco entendemos ciertos dichos del señor de la DGI. Quizás uno se mete a opinar sobre ciertos temas, 
pero ya bastante tiempo estuvimos sin poder abrir la boca y ahora lo vamos a hacer. Él dijo que se iba a medir 
con la misma vara tanto a los boliches de barrio como a las grandes cadenas de supermercados. Si esto es 
hacer "clink" caja, que lo digan directamente y listo. Quizás no nos molestemos en venir más. Pensamos que 


hay una gran diferencia. El que tiene un boliche de barrio -estamos hablando de un boliche de barrio-, trabaja 
con el agua al cuello todos los meses. Entonces, no es posible que se nos quiera medir con la misma vara. 
Hoy a Durazno están yendo inspectores de la DGI y todos estamos con la incertidumbre de si vienen o no, si 
llegaron o no. Eso no lo queremos más. 


Esta fue la presentación de lo que estamos haciendo aquí, y cedo la palabra a mis compañeros. 


SEÑOR SILVA.- Queremos manifestar nuestro apoyo a los objetivos que persigue este proyecto de ley. 
Estamos totalmente de acuerdo con ellos, pero queremos conocer más profundamente ciertos puntos y 
condiciones. Por ejemplo, en cuanto al monotributo, ¿quiénes son los que pueden entrar en ese 
régimen? ¿Qué franja van a tener? 


Vamos a dejar una hoja -solicitamos que se adjunte a la versión taquigráfica- con lo que son los gastos fijos 
de un pequeño comercio a fin de que se vea que, con la franja actual, los montos de venta que se nos 
permiten no cubren ni siquiera los gastos. Por ejemplo, la DGI nos dice que para ser un pequeño comercio lo 
que se puede vender son $ 447.000 al año, lo que da $ 1.240 por día. Sin embargo, solamente para cubrir 
gastos, se debe vender $ 3.200. Entonces, con la utilidad de un 20% que tenemos, podemos cubrir ese gasto 
de $ 520 diarios, es decir que con eso solamente cubrimos gastos. 


Si queremos sacar un sueldo -que es lo justo después de trabajar doce o catorce horas diarias, los 365 días del 
año-, pensamos que debería elevarse el tope, de tal manera que ese promedio de $ 1.240 de venta por día pase 
-está demostrado y probado en el memorándum- a $ 6.400, y nuestro trabajo sea por lo menos productivo. 
Estamos hablando de pequeños comercios, sin tener en cuenta a aquellos que pasan a la franja que aportaría 
IVA. 


En el material que entregamos a la Comisión ponemos como ejemplo el llamado del Banco de Seguros del 
Estado para ocupar cargos de auxiliar de lavandería, con un sueldo de $ 14.000 mensuales, más beneficios, 
por cuarenta horas de trabajo. Nosotros tomamos como base un sueldo de $ 16.000, que pensamos que no es 
un sueño, sino un salario para poder vivir nada más. 


SEÑOR CARRIZO.- Lo primero que queremos decir es que nosotros no apuntamos a estar fuera, sino 
dentro del sistema; algunos comerciantes estamos dentro y hay muchos otros que se encuentran fuera 
del sistema de tributación. Sobre esa base nos manejamos y por eso nos interesa este proyecto de 
reforma tributaria. Discrepamos con algunos aspectos de esta reforma, por ejemplo, en el caso de los 
dependientes en el marco del monotributo, que difiere con el de la reglamentación actual. En realidad, 
no somos empresarios de nacimiento: la vida y la situación económica nos fue desplazando de los 
centros de trabajo. Algunos tuvimos suerte, y otros no tanto; algunos entraron en la categoría de 
exiliados económicos, otros pasaron a agrandar los cantegriles y algunos pusimos comercios en 
nuestras propias casas o alquilamos un local para tratar de financiar el presupuesto familiar, no para 
hacer dinero ni aspirando a ser grandes empresarios. 


Me parece que sobre esa base habría que actuar, es decir, legislar para esa franja social que tomó esa 
iniciativa, enfrentando determinadas políticas económicas que todos conocemos y que hicieron tanto mal al 
país. 


Como no nos consideramos empresarios, a nuestros dependientes les damos chances que los empresarios por 
naturaleza no les dan, por ejemplo, la posibilidad de estudiar, de tener otro trabajo o de hacer una changa. Es 
decir, empleamos dependientes por cuatro horas y les dejamos el resto del día para que estudien o realicen 
otras tareas, porque nosotros no podemos pagarles el salario que necesitan para sobrevivir. En ese sentido, 
creo que la reforma tributaria debería plantear los mismos criterios en el caso de los dependientes que los 
establecidos en la actual regulación del monotributo. 


Por otra parte, nos parece que esta reforma debe contemplar una política tributaria en función del PBI 
regional y no nacional, porque la incidencia en el PBI nacional, por ejemplo, de Durazno es de un 2%, lo que 
demuestra que desde el punto de vista laboral es un desastre, que no tiene nada; hay un frigorífico, pero ahora 
está parado porque lo clausuró el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y el de Ganadería, Agricultura y 
Pesca por negligencia de la empresa. 


También nos preocupa el endeudamiento, tema que tal vez no tenga nada que ver con la reforma tributaria. El 
otro día participamos en una charla de los contadores Astori y Bergara, en la que intentamos explicar que lo 
planteado en cuanto a la refinanciación de las deudas con el BPS no conduciría a que los contribuyentes se 
pusieran al día, debido a la situación social que todos conocemos. Por ejemplo, en Durazno existe la misma 
desocupación que antes. Entonces, no podemos pedir a la gente que haga esfuerzos económicos, porque no 
los puede hacer, y tenemos que ser totalmente elásticos para que la gente se ponga al día e ingrese al sistema. 
No conozco la forma, pero ustedes la deben saber. 


Entonces, planteamos nuestra preocupación porque sabemos que el proyecto de endeudamiento vino a la 
Cámara de Diputados, volvió al Senado y todavía no se votó. Concretamente, queremos que la refinanciación 
de las deudas con el BPS sea en 120 cuotas y no en 72, como está previsto en el proyecto, y que lo mismo 
pase en el caso de los créditos personales. Repito que no sé cuál sería la forma de hacerlo, pero se debe 
buscar la manera de que la gente ingrese al sistema y de lograr una financiación a largo plazo. 


La idea es que se abaraten los costos operativos del comercio chico que -reitero- se generó como 
consecuencia de las políticas económicas. Nosotros no somos tan guapos como para desprendernos de un 
trabajo de ocho horas y agarrar uno de catorce; lo hicimos por esa situación. Debe entenderse que hay que 
aplicar políticas diferenciales con esta franja social. 


SEÑOR ASTI.- Aclaro que el monotributo ya está creado y se aplica en el caso de los vendedores 
ambulantes que no están establecidos físicamente en un lugar determinado. En esta reforma se intenta 
ampliar esta consideración especial para pequeños comerciantes, incluyendo a quienes tengan un lugar 
físico establecido. En los artículos 61 y siguientes del proyecto se establecen las condiciones. 
Obviamente, el monotributo se plantea para un mínimo nivel de actividad -para comercios que 
facturen menos de $ 270.000 al año-, que engloban en una mínima aportación los tributos nacionales y 
los de la seguridad social para intentar que estos trabajadores -como decían nuestros visitantes- 
regularicen su aporte a la seguridad social. 


Quería hacer estas consideraciones, más allá de evaluar sus planeamientos y de analizar el memorándum para 
explicar después la incidencia en cada caso. 


Repito que la intención de incluir el monotributo en esta reforma tributaria es la de extender a los muy 
pequeños comerciantes instalados las mismas condiciones que tenían los vendedores ambulantes. 


SEÑOR BRUNO.- Es un gusto recibir a estos coterráneos. A pesar de que no soy titular de la 
Comisión, quería estar presente, porque me gusta acompañar a la gente de mi departamento y 
trasmitir su preocupación que, efectivamente, es como la describen nuestros vecinos comerciantes. Hay 
una realidad que es muy clara en cuanto a la situación del departamento o de la zona centro, que lleva 
a que varios agentes vinculados a la economía formal o informal digan que no es lo mismo si cierto 
comercio tiene que pagar determinado impuesto en la capital del país, en Maldonado o en la zona sur 
del Uruguay a si otro similar debe hacerlo en la zona centro. A eso nos referimos cuando decimos que 
los impuestos deberían establecerse en función del PBI nacional y de la cantidad de habitantes que 
tiene el departamento, porque lógicamente un comercio se maneja en función de la potencialidad de 
clientes que pueda tener. No es lo mismo un kiosco en la Plaza Cagancha de Montevideo que otro en la 
Plaza Independencia de Durazno; son cosas distintas y creemos que así se deben considerar. 


Es fundamental la preocupación que se tiene en cuanto a los montos mínimos que se requieren para la 
consideración de pequeña empresa a los efectos tributarios. Si hoy cualquier comercio del país quisiera ser 
considerado formalmente como pequeña empresa, enseguida excedería los topes, ya que no dan ni siquiera 
para pagar los impuestos formales, ni las tarifas públicas que hay que cubrir. Entonces, ningún ramo de 
cualquier comercio del país está hoy contemplado; esto está dicho por técnicos. O sea que en lo que tiene que 
ver con las reglamentaciones, con la legislación que regula a los contribuyentes de esas pequeñas empresas, 
como clase política debemos ser conscientes de que simplemente nos estamos haciendo trampas al solitario. 
Si facturaran lo que deben no podrían existir, porque las comerían los impuestos y las tarifas públicas. Esa es 
la realidad que muy bien explicaba uno de los visitantes, y la Comisión de Hacienda debe ser consciente de 
que eso sucede. 


Por otra parte, estamos de acuerdo con lo que refiere al monotributo: es un viejo anhelo de las pequeñas 
empresas. Creemos que se debe regularizar un poco más en profundidad a nivel del Parlamento como para 
dar certeza a los contribuyentes en cuanto a que no quedará librado a la reglamentación del Ministerio de 
Economía y Finanzas, porque el monotributo no implica solamente un impacto económico por lo que se 
paga, sino por los trámites que están en juego. El hecho de que el pago se haga en una sola oportunidad es 
importante porque no se genera tanta burocracia para el empresario que no cuenta con los asesoramientos 
técnicos en su entorno, como puede tener una empresa grande. Creo que es de relevancia que se considere 
así: que no se llene de burocracia un trámite, porque eso después incide en los costos del propio comerciante. 
Seguramente seguiremos discutiendo estas cosas. 


Reafirmamos la preocupación de que los integrantes de la clase política debemos ser conscientes de que 
tenemos dos caminos a recorrer. Uno de ellos es el de seguir con el formalismo y con la legalización que 
después no se cumplen y el otro es el de incluir -de una vez por todas- en un sistema tributario, aunque 
pagando menos cada uno, a muchos ciudadanos que hoy están por fuera, no porque quieran, sino 
simplemente porque no pueden pagar. 


Conozco el departamento de Durazno y sé que en algunas localidades, como por ejemplo Carlos Reyles o 
Carmen, los únicos que están registrados son los taxistas y algunos más. Si en Carlos Reyles hay cuatro o 
cinco empresas registradas formalmente, es mucho. Y creo que en todas las localidades del interior del país 
debe pasar lo mismo, porque no pueden hacer frente a los impuestos que tienen. En una localidad de este 
tipo, hoy hasta a las Intendencias y a otras instituciones públicas se les hace difícil comprar. Por ejemplo, 
para comprar verduras para el comedor municipal, lamentablemente, debe facturar el taxista o se tiene que 
realizar la compra en la capital del departamento. Entonces, en definitiva estamos concentrando la riqueza 
también a nivel departamental, por un problema del sistema tributario que no es bueno. Tenemos que ir 
conociendo esas realidades y conversando sobre ellas a fin de sincerar y mejorar el sistema. 


SEÑOR VARGAS.- Nuestra voluntad es aportar y durante todo este tiempo lo hemos estado haciendo, 
porque pagar las tarifas públicas ya es bastante. Fíjense que al pasar, no me acuerdo en qué Gobierno, 
nos pusieron el 23% de IVA a la energía eléctrica y quedó al pasar, como todas las cosas en este país: se 
ponen los impuestos y después no se sacan. Lo mismo sucede cuando se suben las tarifas porque 
tenemos poca o mucha agua. Entonces, lo que queremos es una "aliviada". 


Quiero decir que no todo el comercio en Durazno va para atrás. Hay supermercados que se han agrandado; 
no todo va mal; pululan los ciber; en fin, hay negocios que son buenos. Para que se nos entienda mejor, 
nosotros venimos a hablar de los comercios clásicos. 


SEÑOR ALONSO.- Con respecto a las inquietudes de la visita y a lo que surge de la propuesta del 
Poder Ejecutivo en esta materia, creo que el planteo se centra específicamente en la necesidad de los 
empresarios de estar incorporados al sistema formal. Concretamente manifiestan que los instrumentos 
que deberían estar al alcance de sus manos para ser parte de la economía formal, dormir tranquilos y 
hacer las cosas bien, no se ajustarían a los parámetros de la propuesta de la reforma tributaria. 


Nosotros queremos decir que en primera instancia compartimos el espíritu del planteo en cuanto a este tema 
puntual de ampliar la base de contribuyentes del monotributo. Entendemos que es una propuesta razonable, 
pero quizás habría que analizar un poco la posibilidad de que respecto a quienes estén comprendidos se 
considere un límite de ingresos, para ajustarse un poco más a la realidad de lo que puede ser una canasta 
básica familiar. Adviértase que en general estamos hablando de unidades comerciales que obedecen a una 
necesidad familiar; en algunos casos de un par de hermanos, pero normalmente se trata del sustento de una 
familia. Entonces, creo que podemos asumir el compromiso de plantear -cuando tratemos el articulado- la 
posibilidad de trabajar con el Gobierno para que se pueda modificar esa base de cálculo, a fin de que puedan 
quedar comprendidos aquellos a quienes se quiere incorporar. 


La diferencia original para quedar comprendido o no dentro del alcance del monotributo era el supuesto de la 
no comparecencia del capital y del trabajo simultáneamente, teniendo en cuenta el capital de trabajo, que son 
los bienes objeto de la venta, como un tema accesorio. Pero en este caso, no; en este caso, se está dando un 
paso más, incorporando a aquellos que puedan tener un local establecido y, por lo tanto, hayan hecho una 
inversión. A esa franja tenemos que encontrarle una solución. 


Repito que la iniciativa del Poder Ejecutivo es buena; quizás tendríamos que revisar la pauta que se eligió 
para establecer quiénes son los pequeños comerciantes y por encima de qué montos quedan comprendidos. 
Por nuestra parte, asumimos el compromiso de aportar en ese sentido. 


SEÑOR CARRIZO.- Quiero aclarar al señor Diputado Alonso que, según la DGI, la franja máxima de 
venta dentro de la pequeña empresa corresponde a $ 37.000, y la canasta básica se sitúa en una cifra 
similar: $ 36.000 o $ 37.000. 


Pero no fue para eso que pedí la palabra, sino para demostrarles con dos elementos cómo se ha ido 
encareciendo la parte operativa de los comercios chicos. 


Por un lado, hasta 1996 íbamos al BPS con el formulario de pago común del mes anterior, le cambiábamos la 
fecha y pagábamos. A partir de ese año empezó a regir el sistema de historia laboral y eso nos generó más 
gastos, pues tuvimos que contratar a una persona que se encargara de los trámites porque no entendemos todo 
el papelerío. Lo que planteamos es que desde el BPS bajen la historia laboral junto con el formulario, a 
efectos de que se nos abarate el costo operativo del comercio. 


Por otro lado, tenemos la planilla de trabajo, que antes renovábamos cada cinco años -siempre y cuando no 
hubiera movimientos de personal-, pero que desde hace unos cuantos años hay que renovar anualmente. Yo la 
renuevo en julio; son $ 1.000. A 1 kilo de papas le gano $ 2; saquen las cuentas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a nuestros visitantes la exposición que han realizado. La 
versión taquigráfica, que recoge todo lo que se ha señalado, estará a su disposición en cuanto esté 
pronta. 


(Se retira de Sala una delegación de comerciantes del departamento de Durazno) 
(Ingresan a Sala representantes de AUDEA, Asociación Uruguaya de Empresas Aseguradoras) 


———Damos la bienvenida al ingeniero Juan Etcheverry, Presidente de AUDEA; al señor Fernando Vidal, 
Vicepresidente; al doctor Fernando Chainca, Secretario, y al contador Mauricio Castellanos, Gerente. 


SEÑOR ETCHEVERRY.- Nosotros venimos a hablar básicamente de dos puntos. Antes de hacerlo, 
muy brevemente quiero comentar que AUDEA representa a doce empresas aseguradoras, de las quince 
que existen en el país, una de las cuales es el Banco de Seguros del Estado. Para que tengan una idea les 
diré que de las catorce empresas privadas del rubro, solo cinco tuvieron números positivos; todas las 
demás perdieron plata. Además, en los últimos años el mercado de seguros ha venido reduciendo su 
tamaño constantemente. 


En este contexto tenemos dos temas principales sobre los que queremos hablar: uno es la reforma tributaria y 
otro refiere a la ley de retención de haberes, que es tan importante como el primero; si no hay tiempo para 
hablarlo hoy, nos gustaría volver a reunirnos, porque quisiéramos ser escuchados antes de que haya un fallo 
legislativo al respecto. 


En cuanto a la reforma tributaria, queremos tocar cuatro puntos. 


El primero tiene que ver con que uno de los propósitos de la reforma era simplificar la cantidad de impuestos. 
En esa línea, se ha propuesto eliminar una cantidad de impuestos de varias industrias, pero no los que afectan 
al sector asegurador. Como ha pasado esto, el sector propuso al Ministerio de Economía y Finanzas la 
eliminación del impuesto a los ingresos de la actividad aseguradora, y tuvimos en la segunda presentación del 
señor Ministro Astori, cuando planteaba las modificaciones, la grata noticia de que nuestro planteamiento 
había sido tenido en cuenta. De todos modos, no se nos elimina el impuesto como a las demás industrias, sino 
que se posibilita al Poder Ejecutivo la eliminación. Nosotros queremos saber cuál es la razón por la cual a las 
aseguradoras no se les elimina y a las demás, sí. 


Por otra parte, una vez que se empieza a eliminar no se hace por completo sino en forma gradual. Además, no 
se dice cuándo empezará a eliminarse ni en qué porcentaje; pueden pasar cinco o quince años y que en el 


último se elimine por completo. Lo que proponemos es que se elimine como en todas las demás industrias, 
porque a los efectos de la DGI, el valor no es muy significativo, pero para las aseguradoras, teniendo en 
cuenta el contexto que describí al principio, sí es muy importante. 


El segundo punto es que en todos los países la prima de los seguros de vida se deduce. Por lo que hemos 
leído en la prensa y según conversaciones que hemos tenido con autoridades del Ministerio de Economía y 
Finanzas, no hay mucha voluntad de incluir deducciones. Lo que nosotros queremos es, simplemente, 
fomentar el desarrollo de los seguros de vida -no de todos los seguros-, dada la función que tiene en la 
estabilidad de la sociedad. 


El tercer punto nos lleva a hilar un poco más fino en algunos de los planteamientos de la reforma. Cuando se 
habla de inversiones se diferencia entre las inversiones en pesos y las inversiones dólares, y se gravan con 
diferentes tasas, fomentando las que se hacen en pesos. Pero, en el caso de las aseguradoras, no diferencian la 
moneda, o sea que estaríamos gravados con un 10%, mientras que productos similares o que compiten por los 
bancos estarían gravados con un 3% o con un 10%. Entonces, si queremos fomentar el desarrollo de los 
seguros de vida en el país, esperamos que sea del 3%. O, en el peor de los casos, que al menos podamos 
competir con los Bancos en las mismas condiciones. Estoy seguro de que no hay ninguna intención en esto; 
simplemente, como el mercado asegurador es mucho más chico, se pensó en los Bancos y no en las 
aseguradoras. Entonces, lo que pedimos es que sea el 3% o, al menos, que se nos equipare para poder 
competir con los Bancos. 


El tercer punto refiere a cuándo se va a cobrar ese impuesto. Los seguros de vida tienen ahorro y generan 
interés año a año; pueden ser gravados en el mismo año o cuando se paga el beneficio al asegurado. En este 
último caso, se puede gravar el interés ganado o la renta pagada, que es la mensualidad que recibe el 
asegurado. Supongamos que recibe US$ 100 por mes. ¿Qué es lo que se grava, que no está claro en la 
reforma? ¿Los US$ 100 que pagamos o los intereses que se fueron acumulando dentro de eso? Nosotros 
consideramos que deben ser los intereses, que es la ganancia que esa cuenta fue acumulando, y no la renta. 


El último punto es la ley de consolidación de adeudos o de retención de haberes. Este era el segundo punto 
que yo decía que no era directamente un tema de reforma tributaria. No sé si prefieren tocarlo en este 
momento o dejarlo para otra oportunidad, pero queremos ser escuchados ante de que haya un fallo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A lo mejor los escuchamos hoy, pero preferiría no tratar juntos los dos temas. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Sugiero que la Presidencia conceda una audiencia a la delegación en 
oportunidad en que se aboque al tratamiento de este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos de acuerdo. Hay otras solicitudes de audiencia, de manera que 
vamos a tener que abrir una etapa en la que escucharemos a las distintas delegaciones. 


SEÑOR ASTTI.- Aclaro que el tema ya está en consideración. Por lo tanto, lo que acaba de decir el señor 
Presidente se ajusta a lo que debemos hacer en el futuro, es decir, incluirlo en la agenda. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Creo que la presentación fue muy clara para todos. En la medida en que 
surja alguna duda nos contactaremos con los integrantes de la delegación. Tendremos en cuenta lo 
expuesto por la delegación a la hora de votar el articulado. 


SEÑOR ALONSO.- Volviendo al origen de la exposición de la visita en las aclaraciones previas, 
supongo que una de las tres empresas que no integra la organización es el Banco de Seguros. Por lo 
tanto, creo que sería pertinente recabar su opinión. No sé si las otras empresas están nucleadas en otra 
asociación, a los efectos de cursarles una invitación para que concurran a la Comisión. 


Por otra parte, cuando dicen que no está claro si lo que se grava son los intereses o la renta, quisiera que me 
acotaran a qué artículo del proyecto hacen referencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para que quede constancia. 


Primero: el Banco de Seguros es una de las instituciones que está fuera de la organización. 
Segundo: ¿las otras instituciones conforman alguna organización diferente a la de ustedes? 


En tercer lugar está la pregunta planteada por el señor Diputado Alonso y, en lo personal, sobre el punto me 
gustaría entender un poco más la diferencia que hay entre que se graven los intereses o que se grave la renta; 
puede ser mayor, pero también pueden ser porcentajes diferentes. No entendí claramente la consecuencia 
final. 


SEÑOR ETCHEVERRY.- Primero, voy a hablar de la diferencia entre el interés y la renta, y después 
le voy a dar la palabra al Presidente de AUDEA para que diga qué artículo estamos mencionando. 


Los seguros de vida, en cierta manera, son parecidos a un depósito bancario. Es como un ahorro, pero con la 
diferencia de que el que deposita el dinero en un seguro de vida tiene una protección, lo que significa que si 
mañana falta, su familia recibirá un beneficio. Generalmente, esas protecciones tienen ahorros o fondos 
adjuntos que se dan como beneficio cuando llega el momento en que rescatan o piden el beneficio a la 
empresa aseguradora. 


A medida que van pasando los años, la empresa va acumulando un valor que se va generando por intereses 
producidos por las inversiones en los instrumentos de inversión en los cuales se deposita el capital del 
asegurado. Cuando llega el momento de hacer efectivo el pago de esa renta, puede ser una renta única, total, 
en un mes, o también puede ser una mensualidad o una anualidad. Entonces, supongamos que se paga una 
suma de $ 100 mensuales. De ellos hay capital y hay intereses. Nosotros queremos que en esos $ 100 que se 
pagan en el mes, no se grave el 10% de esos $ 100 sino el 10% de los intereses de esos $ 100. Lo que debe 
estar gravado es la ganancia y no el capital de la persona. 


SEÑOR CASTELLANOS.- Efectivamente, el Banco de Seguros no integra la Asociación, así como 
tampoco FAR Seguros y CUSSA. 


En cuanto al artículo concreto, trajimos material para entregar a la Comisión, que contiene nuestra propuesta 
concreta, pero podemos decir que se trata de la reforma que se propone al Título VII del Texto Ordenado en 
el Impuesto a la Renta a las Personas Físicas, Capítulo II, Categoría I, Sección l, artículo 16. Como es 
bastante extenso de identificar, la idea es dejarles este material para que puedan encontrarlo fácilmente. 


SEÑOR ASTI.- En cuanto a las dos empresas mencionadas que no integran la Asociación, cabe aclarar 
que no hacen seguro de vida, que es donde radica el problema que han planteado los representantes de 
la Asociación. Por lo tanto, facilitemos las cosas. Creo que con la muy buena presentación que hicieron, 
el problema ya está solucionado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De todas maneras, está pendiente la propuesta de invitar a la Comisión a los 
representantes del Banco de Seguros del Estado. 


Agradecemos a nuestros visitantes los datos que nos han proporcionado y el material que nos dejan para 
incorporar a la versión taquigráfica. 


(Se retira de Sala la delegación de AUDEA) 


(Ingresan a Sala representantes de la empresa Uruguay Mineral Exploration, Mina San Gregorio) 


La Comisión de Hacienda tiene el gusto de recibir a los representantes de la empresa Uruguay Mineral 
Exploration -Mina San Gregorio-, integrada por el contador Andrés Myszka, Contador Corporativo; el 
ingeniero Daniel Sztern, Asesor Estratégico y por el contador David Fowler, Director, quienes han solicitado 
una entrevista para referirse a la reforma tributaria que está en consideración. 


SEÑOR FOWLER.- Buenos días y gracias por recibirnos. 


Soy el Director Financiero de nuestra empresa, Uruguay Mineral Exploration. Empezamos a trabajar en el 
país en 1996 y hemos hecho una inversión de US$ 50:000.000. Estamos muy interesados en seguir 
invirtiendo en el país y queremos desarrollar la industria minera en Uruguay. 


Estamos aquí hoy para presentar algunas ideas, principalmente en el área de la exploración, que es el punto 
clave para desarrollar la industria en el largo plazo. 


Voy a pasar la palabra al ingeniero Daniel Sztern para que explique un poco más lo relativo a la industria 
mineral en el mundo y qué estamos haciendo en Uruguay. Después, el contador Andrés Myszka presentará 
nuestras ideas con más detalle. 


SEÑOR SZTERN.- Muchas gracias por recibirnos. 


Quiero ser muy breve por respeto al tiempo de todos los presentes. Voy a hacer un pequeño marco para 
quienes no conocen la actividad que estamos desarrollando en el país, para que después el contador Myszka 
haga referencia a nuestras propuestas con respecto a la reforma tributaria que se está tramitando. 


Básicamente, la industria minera en el mundo tiene dos tipos de emprendimientos: la exploración y la 
prospección de minerales, por un lado, y la explotación de minerales, por el otro, que es consecuencia de la 
primera de las actividades. Son dos temas que no necesariamente van asociados, sino se pueden encarar como 
dos actividades independientes. 


Las inversiones en exploración en el último año en el mundo fueron de US$ 3.500:000.000, 

US$ 774:000.000 se realizaron en América Latina y US$ 5:000.000 en Uruguay, inversión que realizamos 
nosotros. En la región tomamos un par de ejemplos de producción. El caso más conocido es el de Chile, 
básicamente con la explotación de cobre. En 2004 ese país tuvo un total de US$ 32.000:000.000 de 
exportación, de los cuales US$ 17.000:000.000 correspondieron a minerales metálicos, es decir, un 53%. Y 
ha recibido en los últimos cinco años US$ 10.000:000.000 de inversión en el sector minero. 


Perú, básicamente, tiene exportaciones de cobre, oro y otros metálicos. En el año 2004 tuvo 
US$ 12.000:000.000 de exportaciones totales, US$ 5.000:000.000 correspondieron a minerales y ha recibido 
también casi US$ 10.000:000.000 de inversiones en los últimos cinco años. 


Hay un tema clave, que es la base de las propuestas que estamos haciendo nosotros con el afán de estimular, 
no solo la expansión de la empresa, sino la generación de un sector minero fuerte en el país: fomentar la 
exploración, porque sin exploración no hay producción. La exploración es una actividad, no de alto sino de 
altísimo riesgo. El promedio de inversión para llegar a una explotación económicamente viable es de 

US$ 70:000.000. El promedio del valor de los yacimientos es de US$ 50:000.000, o sea que una vez hecha la 
exploración y comenzada la explotación, los promedios dan en rojo. ¿Cómo funciona esto? Que a las 
empresas que les va bien, les va muy bien y el resto responde como cualquier cosa en el mercado. Es toda 
una actividad de riesgo. 


El tiempo que lleva el descubrimiento de un yacimiento nunca es menor a seis años y generalmente es recién 
el séptimo que hace el estudio quien lo descubre, siempre hablando de estadísticas. 


¿Cuáles son las principales características del negocio minero en su conjunto? Básicamente, son inversiones 
ancladas, de largo aliento, con muy alto riesgo en la etapa inicial, o sea a nivel de la exploración. La 
inversión del sector es totalmente incremental: cuanto más invierte, mayor es la posibilidad de tener éxito y 
una vez que se alcanza el éxito en el hallazgo del yacimiento, la inversión es totalmente variable, entre 

US$ 50:000.000 y US$ 1.000:000.000, según el tipo de actividad y el volumen que se maneje. 


Es una actividad que está vinculada a todo lo que la actividad de "commodities" y no se puede desarrollar en 
cualquier lado, sino donde el mineral existe, pero está libre de todas las coyunturas regionales, locales. Es un 
negocio directamente vinculado a la actividad internacional, en nuestro caso, del metálico que nos ocupa. 


Dentro de este marco tenemos que observar que todo lo que tiene que ver con la tributación aplicada a los 
costos operativos -los impuestos aplicados sobre los explosivos, los combustibles, etcétera- complica toda la 
actividad porque termina encareciendo la producción del gramo de oro, lo cual nos obliga a restringirnos solo 


a explotaciones con tenores más altos que las que podríamos hacer producir si no tuviésemos esos costos 
asociados. 


De hecho, hacer la tributación en la parte de explotación nos impediría desarrollar más explotaciones; si no 
fuera así, se produciría un beneficio para el país porque se vería incrementada la mano de obra y se operaría 
una mejora en la calidad de vida de quienes habitan en las zonas donde se desarrolla esta actividad. 


Los incentivos impositivos son comunes en América Latina para atraer inversiones. La actividad minera 
ocupa muy poca superficie y es complementaria con otras actividades, por ejemplo, con la industria forestal, 
como ocurre en Chile, Suecia o Finlandia. 


Nosotros estamos ocupando a 300 personas en empleos directos; unas 1.800 están vinculadas a través de 
empleos indirectos y estamos en un nivel de exportaciones, con el actual valor del oro, de US$ 50:000.000 
anuales. En este momento estamos trabajando en trece o catorce departamentos del país, con distintas 
focalizaciones. El señor Diputado José Carlos Cardoso ya está pensando en lo que estamos haciendo en 
Lascano. En este momento estamos haciendo un sobrevuelo que abarca desde Lascano al norte hasta Rivera, 
revisando todos los datos que tenemos del aurífero del norte, con un avión sumamente específico que 
trajimos. Todo eso es parte del costo de exploración, que es la inversión más importante que debemos hacer 
en este momento. 


Agradezco que nos hayan recibido y cedo la palabra al contador Myszka, que va a entrar específicamente al 
tema tributario. 


SEÑOR MYSZKA.- Nuestra propuesta se enfoca exclusivamente en el tema tributario en virtud de 
que nos encontramos en un proceso de reforma tributaria; no obstante, trataremos otros temas no 
estrictamente tributarios, que podrían ser muy buenos para la minería. ¿Por qué estamos proponiendo 
reformas tributarias para el sector de la minería? Primero, porque la inversión en minería en Uruguay 
es nula. A excepción de la gente que me acompaña acá -que yo le llamo una casualidad del destino-, no 
hay quienes se dediquen a la actividad minera metálica en el Uruguay, a diferencia de lo que pasa en 
todo el resto de América Latina, donde la minería es un motor de la economía. Y eso es porque la gente 
no viene a buscar a Uruguay, no porque no sea interesante desde el punto de vista geológico. Entonces, 
las normas que estamos poniendo acá son específicas para atraer inversiones mineras, e intentan que la 
rentabilidad del sector sea medida en forma adecuada. No estamos proponiendo tributación nula ni 
una baja tributación, sino una tributación justa. La minería tiene un ciclo en el que primero se hacen 
los gastos y después, si se tiene suerte, se ven los ingresos, y eso hay que aparearlo -esos ingresos con 
esos gastos- de alguna manera para medir la rentabilidad del sector. En todo el resto de América 
Latina, donde la minería es desarrollada, hay normas tributarias específicas del sector minero y 
cuando los inversores las conocen van e invierten ahí, porque también son puntos geológicamente 
interesantes. 


Como última acotación, quiero señalar que en esta serie de propuestas que vamos a hacer, el país tiene todo 
para ganar; al no estar desarrollada la minería acá, no hay absolutamente nada para perder. Tampoco se están 
creando cosas a favor de determinadas empresas ni para ciertos lugares, sino que se intenta desarrollar la 
minería. Además de atraer las inversiones, al grupo nuestro le interesa que venga otra gente a buscar, porque, 
en virtud de posibles asociaciones con otros capitales, se puede fomentar una cantidad de proyectos que la 
empresa tiene en cartera. 


En la información que ustedes tienen figuran estudios de impacto económico de la minería en Uruguay, con 
el único emprendimiento que está en el país, con una contribución al Producto Bruto Interno de 

US$ 50:000.000 y una generación de empleo intensiva. Esas son las razones por las que estamos proponiendo 
estas cosas en esta reforma. Hasta el momento, nosotros hemos hecho un estudio socioeconómico del 
impacto de la minería, realizado por la gente de Tea Deloitte £« Touch y Equipos Mori, en el que se ve el 
impacto que ha tenido la actividad específicamente en Minas de Corrales y se lo compara con los resultados 
que se obtienen en otras localidades que tienen una actividad diferente a la minería. 


Hemos dado respuesta a la consulta pública por la reforma tributaria que formulara el Poder Ejecutivo, y lo 
más importante -van a encontrar un resumen en el trabajo que les hemos entregado- es que hemos presentado 
en su momento a la Comisión de Reforma Tributaria -y lo estamos presentando acá- un proyecto de ley 


específico con temas tributarios específicos para el giro minero. No se trata de temas tributarios que puedan 
afectar cualquier actividad, sino a aquellas cosas que tienen que ver específicamente con la minería. Ese es 
un documento técnico que no solo tiene un proyecto de norma redactada, sino que en cada norma se exponen 
cuáles son los objetivos que se persiguen, e incluye un ejemplo de cómo funcionaría esa norma en la práctica. 


Dentro de la carpeta que les dimos van a tener la respuesta a la consulta pública por la Reforma Tributaria, el 
proyecto de ley que estamos proponiendo con todas las explicaciones que di, un resumen ejecutivo de tres 
carillas que tiene las propuestas y las medidas -que creo que es por donde deberían empezar, para que tengan 
una idea de qué es lo que estamos planeando-, información del estudio económico que hizo la gente de 
Equipos Mori y Tea Deloitte £% Touch, e información de la empresa. 


Yendo directamente a las propuestas tributarias, en la primera decimos que hay que disminuir los costos de 
búsqueda de minerales y focalizar la tributación una vez que se desarrolle la explotación. Sin búsqueda, 
nunca se va a desarrollar una explotación; entonces, los costos tributarios en esa etapa tienen que ser los 
menores posibles. Para eso, definimos cuáles son los costos de búsqueda y nos aseguramos con una norma 
que quien ponga dinero en el Uruguay para buscar minerales, por más que pase el tiempo y no encuentre 
nada, siempre vaya a ver su inversión ahí, lista para ser deducida en el momento que genere alguna ganancia. 
Se saca el costo del impuesto al patrimonio sobre un gasto capitalizado de búsqueda. Ustedes saben que 
cuando se busca minerales se invierte dinero y eso no es un gasto para la empresa sino que se considera una 
inversión, se capitaliza hasta tanto los proyectos se descarten. Eso hoy está gravado con el Impuesto al 
Patrimonio; se grava un activo que no se sabe si algún día va a dar algo o no va a dar nada. Para que tengan 
una idea, en el proyecto de Lascano en el que estamos, en el vuelo que estamos haciendo ahora, llevamos 
invertidos más o menos US$ 1:500.000. Esa es una inversión que está capitalizada, que paga un Impuesto al 
Patrimonio. Ojalá se encuentre algo y se llegue a un desarrollo, pero mientras tanto es un costo en la 
búsqueda que carece de sentido. Eso fue contemplado por el Poder Ejecutivo y hay una norma en el proyecto 
de ley. Se define en ese marco qué tratamiento van a tener los costos de búsqueda y se disminuye la 
tributación sobre estos. 


La segunda medida apunta a que de alguna manera se junten, ya pensando en que se desarrolle una 
explotación, los ingresos que esta va a tener con los gastos que hizo. Para eso se establecen normas claras de 
cómo se deprecian los activos en la minería. 


Siguiendo con el ejemplo de Lascano, ustedes deben tener en cuenta que donde se va a desarrollar un 
proyecto no hay nada, es campo, y hay que construir caminos, viviendas -depende de dónde se esté-, 
instalaciones, hay que llevar energía eléctrica, servicios, hacer movimientos de tierra. Hoy nuestro sistema 
tributario carece de normas especificas acerca de cómo se van a depreciar todos esos gastos y activos. Se 
aplican criterios generales que muchas veces no se condicen con el ciclo minero y eso produce desfases entre 
el ingreso que se genera, los gastos y lo que yo termino pagando por impuestos. 


Otro ejemplo muy claro desarrollado en la propuesta es el costo de rehabilitación del medio ambiente. Una 
vez finalizada la mina, tengo la obligación de volver el territorio a su estado original. Hoy, en Minera San 
Gregorio tenemos un pasivo que contablemente ya se reconoce de US$ 2:000.000, con el costo estimado. 
Pero, ¿cuándo voy a hacer esa inversión? Cuando termine la mina. ¿¿Y de dónde voy a deducir esos gastos 
cuando los haga? De ningún lado. Entonces, hoy tengo contablemente gastos por US$ 2:000.000 que no 
puedo deducir y, obviamente, me están afectando al alza el impuesto que pago con relación a lo que es mi 
resultado contable o la rentabilidad del sector. 


Ahora voy a plantear una tercera propuesta, que creo que es la más importante de todas. En minería es 
frecuente encontrar que las inversiones no se realizan a través de una única empresa. Por ejemplo, el grupo 
nuestro tiene diez sociedades anónimas uruguayas operando y eso obedece a dos motivos. Uno de ellos puede 
ser de negocios, porque puedo tener proyectos muy distintos. Por un lado, estoy buscando metales base en 
Lascano, por otro, diamantes en Rivera y, por otro, oro en la isla cristalina de Rivera y en cualquier momento, 
de acuerdo con los resultados del descubrimiento, puedo intentar desarrollar, vender ese proyecto o 
asociarme con alguien más para desarrollarlo, y lo tengo separado en una empresa. 


La otra razón por la que hay una cantidad de sociedades es por el Código de Minería. Este tiene limitaciones 
en cuanto al área que puede solicitar cada sociedad para las actividades de búsqueda de minerales. El 
problema que se da -pongamos como ejemplo el caso de Lascano- es que podemos estar buscando en una 
sociedad, pero puedo necesitar más áreas para seguir buscando más mineral; entonces, lo tengo que pedir con 


otra sociedad, porque esa ya está limitada. ¿Cuál es el problema que empieza a surgir? Tengo gastos en una 
sociedad, en otra, en una tercera, y no puedo ver toda mi inversión en forma consolidada. Ahí se están 
proponiendo normas para que el inversor que actúa a través de distintas sociedades buscando en Uruguay, en 
definitiva, pueda ver su inversión consolidada. 


La siguiente propuesta es para financiar el sector. Si vienen otras empresas que buscan, van a estar gastando 
sin generar ingresos. No tienen de dónde deducir esos ingresos. Entonces, se les da la posibilidad de que 
enajenen esa deducción de gastos a otra empresa del sector que está operando, que le va a comprar esa 
deducción. De esa manera, la empresa se va a financiar, con una condición esencial: que reinvierta en la 
búsqueda de minerales en el país y no en otro lado. 


Se propone otra norma que procura evitar situaciones de crisis; prácticamente nos sucedió con Mina San 
Gregorio. En el caso de que, próximamente, una mina esté por terminar su vida útil y la empresa esté 
invirtiendo en el país, pero sin tener desarrollados todavía los proyectos como para dar una continuidad, el 
cortar una explotación significa que una cantidad de gente se quede sin empleo. Pongamos el ejemplo de que 
nuestra empresa cerrara porque se le acabaran las reservas; quedarían entre 280 y 300 personas sin empleo, 
con las consecuencias que esto traería para el departamento, porque los salarios son muy buenos y mueven 
toda la actividad. En realidad, la empresa tiene proyectos en cartera para desarrollar en el país. Entonces, 
cuando se ve que una mina está por acabar su vida útil, se le da algún tipo de beneficio tributario, que se 
propone, de forma que lo reinvierta en terminar los proyectos que tiene para buscar minerales en el país y no 
en otro lado. 


Además, se incorporan normas para incentivar la capacitación de la fuerza obrera. En nuestro caso, la mayor 
parte de la mano de obra es uruguaya, pero toda ha sido capacitada a esfuerzo de la empresa durante años. Si 
se quieren desarrollar nuevos emprendimientos, no hay una mano de obra calificada en minería, como sí lo 
hay en Chile, Perú y Argentina. Entonces, de alguna manera, a quien viene acá, que sabe que no va a 
encontrar mano de obra calificada, se le tiene que dar algún beneficio para capacitarla. 


Finalmente, la última propuesta es relativa a los beneficios en la importación. Hoy hay normas para el sector 
minero que son muy buenas, pero son muy viejas y no son muy claras, además de tener un proceso muy 
burocrático. Entonces, lo que se está haciendo es rever esas normas de importación, aclarando todos los 
problemas que hoy existen en la práctica y proponiendo un mecanismo más ágil. 


He sido lo más breve posible. Estas son consideraciones específicamente mineras. La empresa ha hecho otra 
serie de consideraciones tributarias que son más de aplicación general. Por tanto, no las expongo acá. Están 
incluidas en los documentos que están en su poder. Pero cualquiera de esas medidas que fueron presentadas 
al Gobierno, de otorgárselas a la empresa, tienen una afectación en otras empresas, u otras empresas las 
pueden demandar. Aquí me he concentrado específicamente en los temas tributarios que hacen al giro 
minero. 


SEÑOR BRENTA.- Quienes nos visitan han entregado un material que exige nuestro análisis. Ibamos 
a hacer referencia al artículo 39 relativo al impuesto al patrimonio, en el que se exonera de los costos 
ocurridos en la búsqueda, prospección y explotación de minerales metálicos. Sin embargo, luego de que 
nos anotáramos, nuestros invitados profundizaron en este tema, por lo que exige un análisis más en 
profundidad. 


De cualquier manera, es bueno destacar que vemos que este es un sector importante de la actividad 
económica del país en el futuro, con un potencial de desarrollo significativo. En virtud de esas posibilidades 
que a nuestro juicio tiene, hay especial interés de parte del Gobierno en profundizar su crecimiento. 


Por lo tanto, nos comprometemos a analizar con rigurosidad y dedicación la información que se nos 
proporciona, que es bastante voluminosa, lo que exige un trato con responsabilidad. 


SEÑOR FOWLER.- Coincido con el señor Diputado. Hemos brindado una cantidad de información. 
Me parece que en esta etapa, teniendo en cuenta las propuestas que estamos haciendo, habría que 
centralizarse en un resumen de ellas y en el propio proyecto de ley para ver cuál es el interés que tiene 
la Comisión. 


Sin duda que cualquier emprendimiento en minería tiene un alto impacto. A quienes no conocen, los 
invitamos a concurrir a Minas de Corrales y ver la realidad que allí existe. En mi opinión, es un mundo aparte 
a nivel salarial, a nivel de condiciones de trabajo de la gente, y a nivel medioambiental. Cualquier mina que 
se desarrolle va a tener un alto impacto en la economía. 


SEÑOR ALONSO.- Sin duda, la visita lo que hizo fue responder a una invitación del Gobierno y 
elaboró un proyecto con peso. No se trató exclusivamente de analizar la propuesta de reforma 
tributaria que estaba presentando el Gobierno para indicar algunas correcciones, sino que, por lo que 
estamos mirando, armaron una propuesta concreta que propende al desarrollo del sector. 


Lo que podemos decir es que asumimos el compromiso de estudiarlo. Indudablemente, para que una 
propuesta de estas características pueda prosperar -así como para todo tipo de trabajo, y en la minería se debe 
saber el manejo de los tiempos- también es necesario conocer los tiempos parlamentarios. 


Tenemos una propuesta de reforma tributaria que es lo suficientemente ambiciosa como para que 
incorporemos un subproducto de este volumen. Pero me adelanto a decir que, en nombre de nuestro Partido, 
estamos de acuerdo con trabajar por separado, quizás no en el ámbito de la reforma tributaria, sobre una 
propuesta de desarrollo del sector. Entonces, a fin de ir recopilando antecedentes -lo que podemos hacer por 
nuestra cuenta pero me consta que ustedes tienen contacto directo con otras empresas que trabajan en la 
región-, sería conveniente conocer cuál es el marco en lo referente al derecho comparado. De esa forma, 
sabríamos cuáles son los beneficios que los mineros encuentran en otros países de la región y no en nuestro 
país. Quizás muchos de ellos estén reflejados en la propuesta que ustedes están formulando. Sin duda que es 
así. Pero como cada día más estamos en un sistema económico en el que nuestro vecino es nuestro 
competidor, resultaría muy importante juntar ese tipo de información. 


Además de este comentario, deseo hacer una propuesta -quizás la puedan remitir en otra oportunidad en el 
tratamiento de este proyecto- que refiere a ver cuáles de los aspectos que están a consideración hoy en 
materia de la reforma propuesta por el Gobierno podrían ser mejorables, así como ya fue recogido un planteo 
vinculado al impuesto al patrimonio. 


Es decir, entendemos que podríamos comprometernos a estudiar esta propuesta, pero no cuando 
simultáneamente se está considerando un proyecto de reforma tributaria. Para eso, es necesario recopilar 
antecedentes con el fin de saber cómo estamos compitiendo con la región, o quiénes podrían competir con 
nosotros. Además, sería importante saber qué ajustes se podrían hacer a este proyecto de reforma tributaria, 
sin que -en este sentido, no voy a asumir el papel del oficialismo, pero también tenemos responsabilidades 
políticas- se desajuste la propuesta original desde el punto de vista de los equilibrios fiscales. 


SEÑOR ROMERO CABRERA.- Como Representante Nacional por Rivera sí me cabe la 
responsabilidad política, y a pesar de no ser miembro de la Comisión, quiero resaltar la importancia 
que tiene lo que llamamos la minera San Gregorio en el departamento de Rivera. 


En ese sentido, quiero dar un ejemplo bien claro. En el departamento de Rivera hay dos villas, Vichadero y 
Minas de Corrales, y una ciudad, Tranqueras, y después está la capital, que es Rivera. Tranqueras es una 
ciudad de aproximadamente 8.000 habitantes, rodeada de forestación, y allí se están instalando algunas 
industrias madereras. A esta ciudad no le ha tocado la primavera económica que, como señaló un integrante 
de la delegación, sí ha tenido Minas de Corrales. Vichadero es otra villa, ubicada en una región yo diría que 
totalmente agrícola- ganadera, con una fuerte estructura de almacenaje de arroz, a la que tampoco le ha 
tocado la primavera que tiene Minas de Corrales. 


En ese sentido, quiero dejar bien claro un aspecto significativo para el departamento de Rivera. Minas de 
Corrales no sintió la crisis de la aftosa ni la crisis financiera del 2002, y cuando uno pasa por allí da gusto ver 
cómo se mueve, por ejemplo, la construcción particular, de gente que vuelca sus recursos en Minas de 
Corrales, generando mano de obra que quizás no esté evaluada en esta sustanciosa documentación que nos 
han arrimado que, como decía el señor Diputado Alonso, tenemos que estudiar profundamente. 


En cuanto a la competitividad, creo que tenemos una gran responsabilidad, porque tanto el departamento de 
Rocha como, básicamente, el de Rivera, tienen una frontera seca con Brasil, y quizás los minerales que hoy 


se estén explotando -capaz que estoy diciendo una barbaridad porque no entiendo nada del tema- también 
estén en Brasil, y esta empresa ha elegido invertir, y mucho, en Uruguay, en estos departamentos. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Naturalmente, tendremos que estudiar la propuesta. En una primera 
leída y por el informe del contador, nos da la impresión de que algunas cosas requerirían iniciativa del 
Poder Ejecutivo, por cuanto se trataría de exoneraciones. 


Los visitantes señalan que se han presentado a la Comisión de Reforma Tributaria con estas mismas ideas y, 
en ese sentido, queremos saber qué respuestas tuvieron del Gobierno en estas ocho iniciativas, si las analizó, 
si está de acuerdo o no, en fin, cuál es el camino a seguir en esto. 


SEÑOR MYSZKA.- Hemos presentado estas propuestas a la Comisión de Reforma Tributaria creada 
por el Poder Ejecutivo. Tal vez nuestro proyecto fue presentado muy cerca de la fecha en que la 
Comisión tuvo que decidir; los tiempos corren y no es fácil elaborar un proyecto de esta naturaleza. 


El Gobierno contempló dos de nuestras iniciativas: la exoneración del Impuesto al Patrimonio de los gastos 
capitalizados de búsqueda, y otra -que pueden encontrar en el proyecto de ley- que consiste en una 
delegación al Poder Ejecutivo para establecer ciertas normas vinculadas con la depreciación de activos de la 
minería. Esos fueron los dos únicos aspectos contemplados; no conocemos las razones de por qué no se 
atendieron las otras iniciativas. 


Como ha dicho el señor Diputado Alonso, la reforma tributaria es muy ambiciosa. Nosotros queremos incluir 
en esta reforma a la minería, porque es el momento, ya que se trata de normas tributarias. No obstante, somos 
conscientes de que el Poder Ejecutivo está desbordado con un sinnúmero de frentes que tenía que afrontar y 
el impuesto a la renta de las personas físicas concentra la atención de la reforma. 


Esas son dos cosas que quedan afuera. Por otra parte, salvo en el caso de alguna exoneración patronal para la 
contratación de geólogos locales, el resto de nuestras propuestas no necesitan iniciativa del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR CARDOSO (José Carlos).- Se habla de la distribución del peso tributario, y en este documento 
-por lo menos, en lo que pude seguir a partir del razonamiento del contador Myszka- está claro cómo 
se quiere modificar el momento en el que hay presión tributaria, que es muy importante para el 
desarrollo de la minería. En ese sentido, quiero saber si entienden que la reforma tributaria, tal como 
está presentada, aumenta la presión sobre el sector. 


SEÑOR MYSZKA.- No cambia nada. No hay normas para la minería. El único cambio que podría 
afectar sería un cambio general. Por ejemplo, una rebaja de la tasa del impuesto del 30% al 25% no 
nos afectaría nada porque nosotros el impuesto a la renta lo acreditamos afuera, es decir, en este caso 
termino tributando en Canadá, y para mí no representaría un beneficio tributario. 


El otro beneficio que tenemos es el de la rebaja de aportes patronales. 


Específicamente, para la minería se mantienen las normas de aplicación general, que en cuanto a 
reconocimiento de ingresos y gastos hace que la situación sea de desequilibrio y termine pagando sobre lo 
que no es la rentabilidad del sector. 


SEÑOR SZTERN.- Debe tenerse presente que somos la única empresa uruguaya que cotizamos en la 
bolsa de Londres y de Toronto. Eso nos condiciona mucho pero, a la vez, es una ventana excepcional 
para el país en cuanto a captar inversiones, y varios integrantes del Poder Ejecutivo lo han podido 
constatar en distintas visitas a Londres, en distintos ámbitos en los que accionistas nuestros que operan 
en el exterior los acompañaron. 


Entiendo y respeto -ni qué hablar- el comentario del señor Diputado Alonso, pero de cualquier manera nos 
pareció, aun entendiendo la complejidad de una reforma tributaria, que en algún momento el tema minero 
debe entrar en la agenda. Nos pareció que esta era una buena oportunidad para plantear esta situación, en un 


momento en el que precisamente se está haciendo una reforma importante. El estudio de nuestros planteos no 
tiene por qué ir en paralelo al del resto, pero sentimos que el país merece que el sector tenga su momento. La 
contribución que estamos haciendo es con ese espíritu y en esa línea, y quiero instar a que esto se haga más 
temprano que tarde porque, como decía el señor Diputado Romero, ya están todos los pingos, ya largó todo el 
mundo y venimos muy atrás con esto. 


Quiero reiterar el pedido de que nos visiten para que vean cuál es la situación. También queremos solicitarles 
apoyo para que el tema minero entre en la agenda del país y para que podamos tener un sector minero fuerte 
y desarrollado, por nosotros y por todos los que vengan. 


SEÑOR ASTL.- No creo que este sea el momento de entrar en polémica, pero quiero aludir a la última 
intervención de mi colega, el contador Myszka, cuando aclaró que la baja del 30% al 25% no 
significaba nada para la empresa, dado que ese importe lo descuentan en el país de origen de la firma. 
Este es el tipo de temas que debemos tener en cuenta: que las modificaciones que nosotros realizamos - 
que implican mayores o menores ingresos a nuestro país- no beneficien luego al Fisco extranjero, 
porque al deducirse más o menos tienen una incidencia en el país de origen. 


Por otra parte, el contador Myszka hablaba de lo que significaba esto en términos generales para todas las 
empresas. Ahora bien: uno de los aspectos de apoyo a la inversión y a las explotaciones de riesgo, es el 
aumento de la posibilidad de deducciones de pérdidas durante cinco años. Este es uno de los temas que 
también ha sido polémico, pero en este y en cualquier otro sector de riesgo, ayuda a consolidar al Uruguay en 
un proyecto de país productivo, en el cual la inversión sea tratada en forma más favorable de lo que lo fue 
hasta el presente, aunque quizás no sea el cambio total hacia otro tipo de situaciones fiscales -iba a decir 
paraísos fiscales, pero me quedo en situaciones- en las cuales se comparta el peso de la tributación entre la 
mayor cantidad de efectores posibles, fundamentalmente, entre aquellos que tienen la capacidad económica 
para asumirlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, sólo resta agradecer la presencia nuestros 
invitados, con quienes nos mantendremos en contacto. 


(Se retira la delegación de Uruguay Mineral Exploration) 


(Ingresa una representación de la Confederación Granjera) 


La Comisión de Hacienda tiene el agrado de recibir a los integrantes de la delegación de la 
Confederación Granjera, integrada por la contadora Anabella Bossi y los señores Alberto Iglesias, Remo Di 
Leonardi y Antonio González, quienes comparecen en este ámbito para referir al proyecto de reforma 
tributaria que está estudio de esta Comisión. 


SEÑOR DI LEONARDI.- Agradecemos la oportunidad de permitirnos expresar nuestra posición 
referente al tema a estudio en este ámbito democrático. 


Quisiéramos acotar que el señor Antonio González se desempeña en el área de un acuerdo gremial de trabajo 
y nos pareció interesante que concurriera a esta reunión, en tanto representa a APAC, Asociación de 
Productores Agrícolas de Canelones. En estos momentos tan difíciles, en los que hay tantas ideas dispersas, 
nosotros las juntamos en un trabajo conjunto. 


Con suma preocupación estamos viendo todos estos temas relativos a la reforma tributaria que se están 
manejando. Hay otros aspectos que, si bien no están dentro de ese texto, afectan al corazón del sector, como 
es el tema del gasoil productivo. Todo esto hace un cúmulo de situaciones que afectan a un sector que tiene 
un contexto social muy importante en la soberanía alimentaria del país. Tal como plantearemos en una 
asamblea que realizaremos mañana para informar a los productores sobre este punto, con esta reforma 
tributaria se pone en riesgo al sector por varios lados, por ejemplo, cuando se habla de gravar con IVA la 
enajenación de frutas y verduras. Si bien ya se hace en la segunda cadena de la comercialización -eso 
entiéndase bien, porque es el punto clave, neurálgico del tema-, nosotros no somos formadores de precios, 
sino tomadores de precios, nos manejamos básicamente con la oferta y la demanda, y este aumento no podrá 


ser trasladado al consumidor. Alguien en la cadena lo va a tener que pagar y va a ser la parte más débil, que 
es el productor. 


Bien sabemos todos que se trata de un sector que está teniendo serios problemas de rentabilidad, primero por 
las aperturas de mercado -cuando se nos encontró posicionados en forma totalmente desventajosa en la 
región-; segundo por problemas climáticos que también lo han venido afectando, y tercero -yo diría que esto 
es lo más grave-, porque no ha habido reposición generacional en el sector; hay serias dificultades en ese 
sentido. 


Como venía diciendo, este tipo de impactos ocasionados por el IVA y los aportes patronales genera 
situaciones que realmente preocupan, sobre todo porque en función de los estratos sociales involucrados van 
a pegar sobre los productores más pequeños, que representan a la mayoría del sector. Para comprobarlo basta 
con recurrir a los números oficiales: el 80% de la producción del sector es manejada por un 20% de 
productores, mientras que el 80% de los productores debe subsistir con el 20% de producción. De manera 
que la situación social del sector es tremendamente complicada. 


Hay un tema que constituye un capítulo aparte y que mencionamos porque estamos directamente vinculados 
con el sector vitícola: el IMESI al vino. ¿Por qué mencionamos esto junto con la problemática de la granja? 
Porque la gran mayoría de los 600 productores frutícolas está directa o indirectamente vinculada con la 
producción de uva, o sea que esto pega en el sector más allá de lo que significa para la parte industrial. 


No quiero monopolizar el uso de la palabra porque me acompaña gente que también tiene cosas para decir. 
Básicamente, venimos aquí sin hacer sensacionalismo, como conocedores, como productores -a nosotros no 
nos cuentan estos problemas, los vivimos-; representamos a gente que, a diario, enfrenta con su familia estas 
dificultades. Queremos aportar en estos temas -como siempre lo ha hecho la Confederación Granjera y, en 
este caso, APAC- con sensatez, con criterio y con fundamento. 


SEÑORA BOSSI.- Haré una breve reseña de los aspectos que se modifican según el texto propuesto. 


En primer lugar, se suprimen los efectos de la Ley_N* 17.503, que refiere a la aplicación del IVA a la 
enajenación de frutas, flores y hortalizas y que tenía un mecanismo por el cual la fruta y la verdura llegaba 
con un efecto de IVA 0 al consumidor, o sea que había un crédito fiscal al productor agropecuario del 100%. 
Ese crédito fiscal se traspasaba en la cadena y, al final, llegaba al consumidor con el 14%. Cuando el 
productor vendía con IVA 23%, la cadena podía tener un 70% de utilidad y llegar con efecto IVA 0, porque el 
otro IVA era 14%. 


Al eliminarse los efectos de la Ley N” 17.503 se pierden el crédito fiscal del productor agropecuario del 
100%, la devolución del IVA compras -el productor granjero estaba produciendo sin IVA compras-, y el 
arancel del 23% para las exportaciones y las agroindustrias. En este caso, la sidra tiene doble efecto de 
pérdida, porque el productor agropecuario pierde el crédito fiscal, porque vende sin IVA, y, además, se le 
agrega el IMESI. Quiere decir que deja de existir la producción de sidra y, por ende, deja de industrializarse 
la manzana que no tiene cabida en el mercado interno. 


Como dije, se pierde la devolución del 23% de IVA de las exportaciones y también el arancel contra el 
producto importado. Como el productor agropecuario tenía un crédito fiscal por el 100% de su IVA ventas, 
cuando el operador, el supermercado o el comerciante importaban, debían pagar un 33%: 23% más 10% de 
adelanto. Cuando compraba en plaza, el productor le daba una factura con un IVA que -reitero- no pagaba; 
por lo tanto, teníamos un 33% de cintura, de competitividad en el precio. 


Hice un análisis con respecto a lo que sería la justicia tributaria. De los productos primarios en estado natural, 
los únicos que llegan al consumidor sin transformación serían frutas, hortalizas, flores, huevos y leche, 
aunque esta última tenga algún grado de industrialización; el resto de los productos están exonerados. Reitero 
la conveniencia de mantener el régimen de la Ley N” 17.503, que se concretó en un momento muy particular 
-creo que la OMC no se quejó porque nos dieran un subsidio- y generó un mecanismo de protección contra la 
apertura de mercados. 


El otro razonamiento que hago es que todos los productos transformados, industrializados a partir de 
productos primarios -ya sea carne, pescados, arroz o derivados de la molienda de cereales- están gravados 


con la tasa mínima, de 10%; o sea que la diferenciación se hace con las frutas y hortalizas, perjudicando al 
sector granjero, que es frutícola y hortícola. Inclusive, de este razonamiento surgiría que el vino debería estar 
gravado con el 10% y no con el 45%. 


Con respecto al IMESL, el INAVI ya se ha ocupado de hacer estudios. Como contadora de muchas bodegas, 
hago una simple cuenta en base a que IMESI más IVA se pagarán sobre fictos que recaudará el INAVI, como 
viene haciendo. Quiero aclarar que con todo esto el perjudicado es el granelero, el productor que no tiene 
capacidad de infraestructura ni mental como para llegar al supermercado. El que tiene armada la cadena 
entera y llega al supermercado tiene cintura, porque la uva vale $ 7 y vende el vino a $ 40. No quiero 
ponerme en el lugar de este último, sino en el del granelero, el productor chico, de cinco o siete hectáreas, 
que se reconvirtió, plantó variedades buenas y hoy saca excelentes vinos pero tiene que venderlos a las 
bodegas grandes, que tienen capacidad exportadora y llegan a los supermercados. Al día de hoy, el granelero 
vende el vino a $ 10; en el mejor momento, lo vendió a $ 14. No tiene IVA compras, porque es mínimo; por 
la producción e industrialización de la uva pagaba cero aporte patronal pero, a partir de la reforma, pagará 
7,5% de aporte patronal por la producción y no sé qué pasará con la cuota mutual ni con el aporte unificado, 
que se dice que será estudiado por el Poder Ejecutivo. No sé qué pasa con el Impuesto a la Renta 
Agropecuaria -IRAE- porque desconozco qué tope se establecerá, pero del precio de $ 10, $ 4,5 van 
directamente al Estado -22% de IVA más 23% de IMESL- y $ 5,5 se utilizan para pagar la uva, y no hay que 
perder de vista que 1 kilo de uva rinde 0,75 litros, o sea que no está a la par. Por lo tanto, si el viticultor tiene 
que comprar la uva, cobrará $ 1, porque no hay cintura. Quería poner este ejemplo claro para que se dieran 
cuenta del efecto de la aplicación de esta reforma. 


El otro tema es que se puede decir que este efecto se traslada, pero el vino tiene la competencia de Chile y 
Mendoza y la fruticultura, la de Chile y Argentina. Pero además tenemos un problema más grande. Nosotros 
producimos. Las plantaciones de fruta están. Yo no puedo dejar de arrancar la manzana o hacer que me 
produzca menos. ¿Cuál es el efecto inmediato? Si tengo que colocar mi producción, tengo este precio. Quiero 
subir el precio, me baja el volumen. Quiero igualar el volumen, bajo el precio. Creo que el contador Asti me 
entiende perfectamente. No quiero ofender a nadie, pero como voy rápido, creo que la versión taquigráfica va 
a ser más ilustrativa, porque es un tema muy contable. 


En cuanto a los aportes patronales, que los nombré indirectamente, también nos cambia, como ocurre con 
muchos aspectos. 


El tema de la opción IMEBA - IRAE no estaba y ahora el que gana va a pagar 25%. Son dos problemas: 
capacidad mental de los productores agropecuarios como para hacer un balance, descontar amortizaciones, 
juntar todas las boletas, etcétera. Es un cambio muy grande. Quizás en cinco años puedan estar más o menos 
acostumbrados, pero de entrada es muy complicado. 


El segundo razonamiento que hago es el siguiente. No sé cuál es el tope para estar en IMEBA o IRAE, pero 
analizando el texto veo que los ingresos que quedan solamente en IMEBA no son computados a los efectos 
del Impuesto a la Renta a las Personas Físicas. Por lo tanto, si yo a una persona que tiene una renta del 
trabajo, le voy a cobrar un impuesto a partir de la escala de $ 7.000, hago esta cuenta. Lo que me queda libre 
es $ 7.000, que multiplicado por 12 me da $ 84.000. Si asumo que en todo el agro, con mucha suerte, 
tenemos un 10% de rentabilidad -como la gente no va a tener la documentación, va a llegar a más-, el límite 
debería ser de $ 840.000 o $ 1:000.000. En fruticultura y en horticultura llegar a $ 1:000.000 de producción, 
con los costos que tenemos, es lo que se necesita; no existen explotaciones que estén caminando que tengan 
ingresos muy inferiores. O sea que el gran pelotón va a estar gravado. 


El otro problema es que hoy el productor que llega a feria, que es una mínima parte, porque después está el 
feriante, que es un comerciante, va a quedar fuera de todo este sistema, porque no va a pagar IVA. Entonces, 
todo aquel que tiene una estructura para atender supermercados, para atender la distribución en el interior del 
país es el que va a estar gravado. No me animo a entrar en ese tema, pero quiero que quede escrito que no nos 
olvidamos de que el productor que solo va a feria no va a tener el IVA porque vende directamente, a menos 
que tenga una intermediación. Entonces, no sé cómo les van a controlar los ingresos. En ese caso, se crea una 
inequidad con respecto a la empresa establecida. 


SEÑOR ASTLI.- Pido disculpas a los invitados porque la mayor parte de los integrantes de la bancada 
de Gobierno tiene un compromiso, que ya habíamos anunciado, a la hora 13. De todas maneras, nos 


comprometemos a leer muy atentamente la versión taquigráfica y a hacer alguna consulta sobre el 
material que nos han proporcionado. 


SEÑOR DI LEONARDI.- Creo que aquí son todos conocedores, pero es importante volver a recalcar 
cómo se conforma la estructura social del sector de la granja, porque este tipo de tributaciones va a 
pegar en la gran mayoría de sus integrantes. 


Actualmente, la granja representa el 0,7% de toda la explotación agropecuaria del país pero ocupa el 30% del 
factor humano dedicado al sector agropecuario. Entonces, fijense la importancia social y de atomización que 
tiene dentro de la estructura del país. Posee la particularidad de ser una fuerte empleadora de todos los 
cinturones de las ciudades, donde tenemos graves y serios problemas. La granja absorbe a estas personas y no 
les pide título universitario a la hora de venir a trabajar. Asimismo, tiene una altísima inversión por hectárea, 
y por más que la contadora Bossi dice que se va a crear una cierta inequidad entre los feriantes y el resto de 
los productores en cuanto al mecanismo de comercialización, en la zona de Canelones del este, hay 
muchísimos productores básicamente familiares que son los que subsidian la producción -porque, muchas 
veces, los costos propios no están trasladados al precio de la mercadería- y no tienen la posibilidad de una 
llegada directa al mercado, donde, aparentemente, se verían exonerados del IVA. Esa gente va a desaparecer, 
lisa y llanamente. Es como lo estoy diciendo. 


También va a desaparecer el resto de la cadena productiva, y no precisamos darle tantas vueltas técnicas al 
tema. La clave es que la granja no es tomadora de precios sino formadora, porque se rige por la oferta y la 
demanda. Si un kilo de manzanas o un cajón de boniatos valen $ 10, en el futuro no van a valer $ 10 más IVA 
sino $ 10 menos IVA para el productor. 


Ustedes deben tener en cuenta que hoy en el sector granjero quedan 5.600 familias. En el 80% de los casos, 
esas granjas están al borde de la desaparición, y este tipo de medidas significa firmar su certificado de 
defunción. Pueden agregarle todos los datos técnicos que quieran, pero la realidad, inexorablemente, será esa. 


Como consecuencia de ello ocurrirá algo más grave aún. Cuando estos productores, que, lisa y llanamente, 
son la soberanía alimentaria del país, desaparezcan, el que va a pagar los platos rotos será el consumidor, sin 
lugar a dudas, porque dependeremos de una cadena productiva que estará en muchísimas menos manos. Los 
productores van a desaparecer pero el alimento no va a faltar, porque los subsidios no existen de gusto en el 
mundo; acá hablamos con miedo de los subsidios, pero como muy bien decía la contadora, esta ley cuya 
aprobación costó lágrimas y sudor a los productores y que fue el mejor logro de toda su historia, con esta 
reforma tributaria, desaparece. Al perder el productor ese crédito fiscal, le significa aumentar un 3% o un 4% 
los costos productivos y también le significa sacar la ventaja competitiva a la industria para procesar los 
excedentes de producción. Es uno de los graves problemas que tiene la producción, es decir, no estar alineada 
con agroindustrias que absorban los excedentes. Un ejemplo de ello es lo que ha pasado con la sidra, en que 
prácticamente estamos topeados, más allá de sufrir una competencia con productos que no están controlados 
como corresponde. Prácticamente, estamos haciendo desaparecer la poca agroindustria que tenemos en el 
país, porque ese 23% da una competitividad a los productores con respecto a los productos que ingresan de la 
región. El productor, al perder ese crédito fiscal, indudablemente, ese ficto, esa barrera arancelaria o esa 
ventaja desaparece. Señores legisladores: no es pecado. La OMC y los países tienen un discurso hacia afuera; 
los países aplican otras reglas. Esto no es un invento del Uruguay. Basta mirar la región; cada uno compra 
cuando necesita y cuando no, busca las excusas necesarias y primero protege su producción. Yo creo que el 
deber de todos los buenos ciudadanos uruguayos es defender primero nuestra producción y nuestra gente. 


Yo creo que el tema es mucho más sencillo, mirándolo a nivel macro, desde la óptica política, si quieren 
llamarlo así. Acuérdense bien lo que hoy dice la Confederación Granjera, con todo respeto, conjuntamente 
con APAC: esta medida, de concretarse, hipoteca seriamente el futuro del sector granjero y pone en serio 
riesgo la soberanía alimentaria. Es grave lo que estamos diciendo. Se podrá traer importado, ¡cómo no!, pero 
téngase en cuenta que la granja, con todas sus dificultades, tiene una producción bruta interna de 

US$ 350:000.000 y tiene un contenido social muy fuerte. 


Recuérdese en la crisis del año 2002 quién fue el que le puso el hombro a la ciudadanía de este país. Voy a 
poner un ejemplo. Gracias a Dios que tenemos un sector agropecuario que exportó; de la mañana a la noche 
el precio de la carne aumentó desde $ 30 a $ 100. La papa, la zanahoria, el boniato, siguieron variando $ 2 y 


$ 3 y siguen variando aun hoy, con los costos agregados, fuertemente aumentados, de toda la parte 
productiva: combustibles, energía eléctrica, insumos o llámese como se quiera. 


Entonces, aparte de toda la ecuación de números, tenemos un valor social a tomar en cuenta. Debemos 
respetarlo y, sobre todo, debemos cuidarlo. 


SEÑOR IGLESIAS.- Voy a abundar en aspectos que ya se han tratado, pero que me parece interesante 
enmarcar. 


Voy a salir de mi condición de granjero y me voy a poner en mi condición de consumidor, o por lo menos a 
mirar qué pasa con el consumo. La granja cumple una función social que a nadie escapa; a la población de 
Uruguay -empobrecida en los últimos tiempos, a la que el Gobierno atiende de alguna manera y que sabemos 
constituye una preocupación de todos los sectores políticos- mal le va a caer toda esta reforma impositiva que 
va a afectar a la granja, porque alguien paga, siempre alguien paga. Si el que va a pagar es el productor - 
como muy bien planteaba Di Leonardi-, seguramente desaparecerá un sector productivo muy importante y 
mucha cantidad de gente. Estamos hablando de 5.000 productores que van a desaparecer. Si, por otro lado, 
recayera en el consumo -esa podría ser la ecuación contable-, yo quiero saber quién puede pagar el doble de 
precio por cualquier producto agropecuario. Yo quiero saber quién puede ir a comprar a un comerciante -aun 
a un feriante- y pagar los costos que van a implicar todos estos impuestos que recaen sobre la granja. 


Quiero saber cómo vamos a poder alimentar a doña María y al simple ciudadano que tiene un sueldo 
menguado y que tendrá que sufrir un costo adicional a la hora de alimentarse. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- La verdad es que en este momento nos hemos juntado con la Confederación 
Granjera porque, si esta reforma tributaria se lleva a cabo, la situación será muy perjudicial para el 
sector. 


Nuestra asociación, como decía el señor Di Leonardi, está muy afianzada en Canelones, con algunos 
productores que ya trascendieron fronteras. El tema es que nuestra representación mayoritaria está sobre el 
noreste del departamento de Canelones. Es ahí donde vemos gravísimos problemas de mantenimiento de la 
familia productora. Hemos estado sufriendo en los últimos años una deserción tremenda. Eso indudablemente 
le debe estar costando al país mucho dinero. Se ha invertido tratando de cambiar un poco la historia que 
verdaderamente hoy estamos viviendo, pero los resultados han sido negativos. Hoy tenemos a la gente que 
tenemos en esa zona, porque ha hecho una economía de guerra, porque ha tratado de diversificar y ya la 
quimera del mercado modelo ha pasado a ser prácticamente historia porque, a pesar de estar dentro del 
departamento de Canelones, en los límites con el departamento de Lavalleja, el costo que tiene el transporte 
de la mercadería para el mercado modelo ya los exime de la competitividad con el resto de los productores 
que estamos un poco más arrimados. De todas maneras, no cambia mucho la historia de quienes estamos más 
cerca. 


Hoy por hoy, en base a la situación que estamos viviendo -que ahora se agudiza un poco más por esta suba 
del combustible, del gasoil, cuyo precio ya estaba sintiéndose en todo el sector y que ya era difícil pagar 

$ 20,60-, se están achicando las posibilidades de desarrollo que toda esa gente tenía, en base a una 
sustentación, porque hoy los mercados de exportación son mínimos. Hay momentos de pico y de declive y 
seguridad no tiene nadie en ese aspecto. Tampoco la pedimos, pero sí necesitamos continuidad a la hora de 
desarrollar nuestro trabajo de una manera razonable, que permita mantener a esta gente decorosamente, 
trabajando en el campo. 


Así que les pedimos -ya que la situación queda en sus manos- que tomen en cuenta si es que verdaderamente 
les interesa mantener a esa gente en esos lugares de trabajo. 


Por supuesto que estamos a las órdenes. Ya hemos pasado etapas bastante fuleras. Toda esta competitividad o 
globalización ha perjudicado a la parte productiva porque el productor granjero en sí, no estaba preparado 
para cambios de ese tipo. Entonces, los subsidios, los "dumping" y el contrabando -que antes se podía 
absorber porque teníamos un país un poco más fuerte y estaba protegido- se podían bancar, pero ahora no, 
ahora van en contra de la producción. Si bien esto es una realidad, hemos remediado algo con asesoramientos 
adecuados, en los lugares adecuados, creando un poco de margen para que se pueda comercializar la 


mercadería con un poco más de espacio, de modo que el productor en definitiva pueda recuperar los costos 
que tiene y mantenerse mínimamente en su lugar de trabajo. 


Estamos totalmente a sus Órdenes para ver cómo proyectar esto. A modo de finalización, tengan en cuenta, 
entonces, la real situación que está pasando el sector en este momento. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Plantearé algunas preguntas, la primera para aclarar un 
concepto que no comprendí bien cuando lo explicó la contadora. Ella estaba haciendo un razonamiento 
que iba en una dirección, pero que después no logré entender. Usted hizo una comparación con el 
salario básico no gravado de $ 7.300. Dijo que anualmente serían más de $ 80.000 y que si un 
productor tuviera esa ganancia tampoco tendría que estar gravado. Para eso se necesita un 
determinado capital de giro que rente a ese productor $ 85.000 por año. Usted lo ponía en un punto de 
equilibrio con un asalariado que no sería gravado. Un asalariado que perciba esa cantidad no estaría 
gravado, pero sí un productor que ganara ese mismo dinero. Sobre eso, entonces, es la primer consulta. 


En segundo lugar, quiero saber si ustedes participaron de la consulta pública en la comisión que el Ministerio 
de Economía y Finanzas habilitó. 


En tercer término, ¿cuál es su objetivo? ¿Que permanezca la situación para el sector granjero tal cual está hoy 
en día, o plantean alguna modificación que arreglaría la crisis que se viene, según ustedes advierten? 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Quisiera hacer una breve apreciación acerca de algunas manifestaciones 
que ha hecho el señor Di Leonardi. 


En cuanto al impuesto a las frutas y verduras que usted dice que costó muchísimo trabajo, sudor y lágrimas a 
los productores, quiero recordar que tuvimos alguna dificultad en convencer a algunos de ellos. Yo fui 
miembro informante, pero quiero recordar aquí la tarea del amigo y compañero Eduardo Chiesa, que trabajó 
como loco y que sufría tratando de convencer a productores que no entendían el beneficio del impuesto. Por 
lo tanto, me parece justo recordar eso. 


Por otro lado, tengo la absoluta convicción de que si este proyecto se aprueba tal como está, la granja 
desaparece. Y si faltara algo para rematarla, se está amagando con el gasoil productivo; ese sería su fin 
inmediato, más allá de la suba del gasoil. 


Quiero decir que comparto plenamente lo que se ha dicho y que no vamos a votar ninguno de estos 
impuestos, que me parece van radicalmente en contra del sistema productivo uruguayo. 


SEÑORA BOSSI.- Con respecto al razonamiento que hice, quiero decir que apunta precisamente a lo 
que el señor Diputado Cardoso manifestaba. 


Yo razono cuál es el límite para pasar a estar gravado por el Impuesto a la Renta. Asimilo el ingreso de un 
asalariado con el ingreso de un agropecuario para decir que el que venda más de $ 1:000.000 o $ 900.000, va 
a pasar a estar gravado por el Impuesto a la Renta. 


En horticultura tres hectáreas pueden dar $ 2:000.000 o $ 2:500.000 de ingreso. La rentabilidad es chica 
porque los costos son altos; el tema es lo que se produce. La fruticultura y la horticultura han reconvertido 
mucho su producción y entonces, cuando se trabaja bien, se obtiene muy alta productividad por hectárea y los 
ingresos también son muy altos, no así las ganancias. Yo parto de la base de que el horticultor que tiene tres 
hectáreas y vende $ 2:000.000 va a estar gravado por el Impuesto a la Renta, pero su estructura mental no le 
da para liquidar un impuesto. Ahora voy a un tema mucho más grave. Quizás no tenga ganancia y entonces 
no tenga que pagar. Pero, ¿le va a dar su cabeza para ir a un estudio a pagar a un contador? ¿Le va a dar su 
cabeza para poder demostrar que no tiene ganancia? A eso voy yo. Se va a ser tremendamente injusto yendo a 
fictos. 


Me quedó una pregunta en el tintero en cuanto a la consulta pública. El problema es que cuando se hizo la 
consulta pública nada de esto estaba planteado e, inclusive, cuando se hizo el análisis, yo personalmente 


interpreté que pasaba el IVA del supermercado al público del 14% al 22%. Cuando salió el segundo 
documento de los impuestos me quedaba claro eso. Nunca pensé que hubiera idea de perder esta ley. 


Me parece que después de que se consigue un sistema -del que no se vieron los frutos porque evidentemente 
vino la devaluación- no se puede perder. En ese entonces no se sintió la competencia de lo importado, pero 
pensemos lo que eran los años 1999 y 2001, como se dijo anteriormente. Veamos ahora que ya muchos están 
haciendo números para importar, pero les pesa ir a pagar el IVA, entonces no entra lo importado. Seamos 
conscientes además que hay muchos productos que son de mejor calidad en el exterior, sobre todo los 
hortícolas. Yo no voy a comprar la zanahoria que es un palo cuando me puedo comprar la otra que es 
rosadita, chiquita y preciosa, que no tiene desperdicio 


Son muchas cosas a tener en cuenta. Yo no quiero hablar de política ni de la parte que hablan los gremialistas, 
sino solamente de la de los números. 


Voy a hacer un razonamiento como contadora, estrictamente. A las ciento cincuenta o doscientas empresas 
que tienen altos niveles de facturación y altas densidades de plantación no les preocupa nada de esto; al 
contrario, van a absorber todas las plantaciones de los chicos, que no van a poder resistir. Entonces, al que 
está arriba, si gana cien y le sacan veinticinco, bueno, le quedan setenta y cinco; va a seguir ganando lo 
mismo. Si al que gana diez le sacan 2,5, le quedan 7,5, pero el problema es que ese 2,5 es la comida. 


Esas son las comparaciones que yo hago. Yo llevo contabilidades a empresas agropecuarias y granjeras, 
entonces conozco los números y me preocupa ese tema. 


SEÑOR DI LEONARDI.- En cuanto a la última pregunta planteada por el señor Diputado Cardoso, el 
planteo que hacemos es que se quite de la reforma el pasar a tributar la enajenación de productos 
agropecuarios con IVA. El hecho de quedar como está, no le asegura ningún futuro al sector porque no 
tiene absolutamente ningún tipo de políticas digitadas y definidas. Es más: vemos con asombro que la 
poca estructura que existe, que podía dar subsistencia a la granja, se está desarmando. Esta es una 
prueba clara de ello. Se ataca esta ley, que además de tener un subsidio para el sector, tiene también un 
cometido importante, ya que parte de él va para solucionar el endeudamiento. Lisa y llanamente esto 
demuestra por parte de quienes han presentado esta reforma, un desconocimiento total de lo que es el 
sector frutícola del país. De manera que para tratar de paliar la situación y que más o menos siga 
navegando el sector, no debería estar dentro de la reforma tributaria, ni esto ni el IMESI. 


Ya que el señor Diputado Amorín Batlle tocó el tema del gasoil productivo, me voy a tomar el atrevimiento 
de hacer una apreciación que ya he hecho públicamente como integrante de la Junta Nacional de la Granja. 
Creo que leyeron mal el diccionario, porque de productivo no tiene nada. Antes de seguir, quiero decir que 
creo que la contadora fue un poco dura. Yo creo que el sector tiene estructura mental, lo que no tiene son 
medios económicos para llegar a descontar todo eso; implicaría un costo adicional. Lisa y llanamente: no va a 
poder descontar un mango. Se está hablando de que se va a subir un 30% más de lo que está. Desde mi punto 
de vista y de la Confederación Granjera, los reyes magos ya pasaron. ¿A quién le van a hacer creer que 
vamos a comprar un tanque de gasoil que pagamos hoy a $ 2.400, a casi $ 5.000, para que después 
supuestamente nos devuelvan entre $ 7 u $ 8 por litro de gasoil? No existe. El productor no tiene manera, ni 
medios económicos ni estructura para poder descontarlos. La granja es esto. No vivimos en un país del 
Primer Mundo. Entiendan que esto es la granja y el cometido lo cumple. No hay manera; no es viable. Lo 
aclaramos porque también esto es reforma tributaria, como también lo fue el cambio de aportes por el tema 
de los "packing" en el BPS, que tampoco entendimos por qué no se esperó para discutirlo en este paquete. 
Cualquier Director del BPS que se le antoje puede poner esta resolución en funcionamiento, con lo que 
hipotecaría más aún la competitividad del sector. Eso está clarísimo y no tenemos empacho en decirlo. 


En cuanto al gasoil productivo, nosotros estamos planteando que a nivel de la Junta de la Granja no se ha 
podido sacar un comunicado -como se hizo en el INAVI- y la única manera en que puede ser viable es 
mediante un ficto. Si quieren hablar de gasoil productivo, que le den al productor a boca de expendio el 
precio final del combustible y no que le obliguen a pagar lo que le obligan a pagar para después hacer la 
devolución. No le van a devolver nada. Y si le van a devolver, va a ser un porcentaje mínimo y la gran 
mayoría de los productores no van a tener acceso a eso. 


Lo digo con un poco de sentimiento porque es la realidad. Estamos llamando a engaño. Aquí el único que va 
a recaudar va a ser el fisco, no el productor. De productivo no va a tener absolutamente nada. Podrán conocer 
la realidad y la estructura del sector granjero, pero nadie la conoce mejor que nosotros. La realidad indica que 
es absolutamente así. Entonces, sumemos esos tres factores. 


Realmente, esto es lapidario desde todo punto de vista. ¿Qué necesita el sector? Políticas definidas, que 
apunten a un emprendimiento asociativo y productivo. Aquí se grava también a las cooperativas. Entonces, 
estamos desestimulando todos los medios posibles que, en otro momento, predicamos que eran la forma de 
hacer viable al sector. 


Ustedes preguntan y nosotros contestamos. Acá sacamos todo tenor político, porque nuestro objetivo es 
contar la realidad como la vive y la siente el sector. Es más: tal como está expuesto en la reforma tributaria, 
en el próximo año esta ley pasaría a ser tomada por un ficto, o sea, perdería el efecto de recaudación que está 
teniendo libremente. Otro tema muy importante es lo que va a pasar con todo lo que se vuelca en la parte de 
endeudamiento, porque hay 1.300 productores seriamente comprometidos, que tienen una porción 
importantísima de la infraestructura productiva. Y van a desaparecer. Más aún: la carga de endeudamiento 
tampoco se está manejando. 


Esa es la realidad. Quisiéramos venir a contar cosas bonitas pero nuestra obligación es esta. Se trata de un 
sector que ha gastado US$ 40:000.000 en reconversión; bien o mal, se puede criticar; ha gastado 
US$ 10:000.000 en la viticultura. Eso va a ser dinero tirado a la basura con este tipo de medidas. 


Creo que acá, más que gravar, habría que darle un premio a la granja por lo que está haciendo y por el 
contenido social de asegurar el alimento a la población, con los precios con que lo está haciendo. 


Ustedes nos preguntaron, yo les contesto con todo respeto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No quiero dejar de mencionar que se modifica el aporte patronal para el 
sector, que supongo también será un costo. 


SEÑOR IGLESIAS.- Tenemos la sensación de que se nos habla de un país productivo y quiero hacer 
hincapié en lo especial que es el sector granjero dentro del sector rural. Además de connotaciones 
sociales distintas a las del resto del sector agropecuario, el sector granjero tiene connotaciones 
económico-sociales diferentes, tanto para los productores como para los consumidores. El tema de la 
solidez reglamentaria es importante como también lo es el de la infraestructura social en todo lo que 
tiene que ver con las ciudades y con los cinturones alrededor de ellas, que es donde se produce la gran 
masa de producción granjera. Además, tengo la sensación de que estamos yendo un poco a 
contramarcha de lo que internacionalmente se hace. Es decir, estamos obligándonos, los uruguayos -en 
esto incluyo a todos: legisladores, productores, sociedad toda-, a una especie de contraflecha de lo que 
todo el mundo hace en materia agropecuaria en lo referente a la granja. Todo el mundo -cuando digo 
todo el mundo es todo el mundo-, sin distinción política alguna de Gobierno, protege a su sector 
granjero porque es el que provee del alimento fundamental para toda la población; y lo hace directa y 
casi siempre abiertamente. Nosotros, en pie de lograr una igualdad contributiva que no entendemos, 
llevamos a los productores y a los pobladores del Uruguay a tener una alimentación cara, mal 
distribuida y que fatalmente va a terminar con el sector productivo, por un lado, y con la correcta 
alimentación de la gente, por el otro. Nos estamos autoflagelando en aras de una especie de justicia 
tributaria que yo no entiendo. Como productor y como ciudadano, la justicia tributaria la entiendo 
cuando contribuye realmente quien tiene más y no quien tiene menos. En este caso, me da la sensación 
de que quienes tienen más van a contribuir menos, por el simple hecho de que se les va a quitar solo 
una parte de la ganancia que tienen, y a los que ganan menos, les van a sacar una buena parte de lo 
que necesitan para sobrevivir. Entonces, allí no hay justicia tributaria. Pienso que este tipo de medidas, 
fatalmente, va a terminar afectando a los sectores medios y bajos de la sociedad, sea productiva como 
consumidor. Por lo tanto, no entiendo cuando se habla de justicia tributaria. 


Quisiera recalcar este aspecto porque la granja está en el centro de esa problemática, ya que no produce un 
bien exportable en su totalidad. Además, nadie puede dejar de consumir lo que produce la granja, porque es 
parte de la alimentación básica. Entonces, me parece que hay que tener especial cuidado en cómo se hacen 


los tratamientos referentes a nuestro rubro de producción, porque eso se le hace al país: a productores y a 
consumidores, en fin, a todo el que viva en el Uruguay. 


SEÑORA BOSSI.- ¿Podría enviar la redacción de los artículos tal como lo pretendemos? Es complejo 
porque al cambiar el artículo del IVA agropecuario deja sin efecto una cantidad de artículos que se 
basan en el IVA ventas, que tiene el crédito fiscal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por supuesto, ese material será bienvenido. 


Agradecemos la participación de la Confederación Granjera y de APAC. Informamos que, a la brevedad, 
estará disponible la versión taquigráfica que pueden solicitar. 


SEÑOR DI LEONARDL.- Muchas gracias. En aras de la democracia y de la convivencia, como 
corresponde, y a los efectos de que valoren nuestra representatividad, los invitamos a nuestra asamblea 
a llevarse a cabo mañana, a la hora 19, en la Sociedad de Fomento y Defensa Agraria de Paso de la 
Arena. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias. 


Se levanta la reunión. 


EA] 


Tí maana Nal ma da nádcin 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


